
REVISTA DE

Administración
Pública

172J. R. PARADA VÁZQUEZ

La segunda descentralización:
del Estado autonómico al municipal

G. ARIÑO ORTIZ

El enigma del contrato administrativo

R. BOCANEGRA SIERRA
y J. GARCÍA LUENGO

La potestad de dictar actos administrativos
como intromisión en la libertad

F. J. VILLAR ROJAS

La concesión como modalidad de colaboración
privada en los servicios sanitarios y sociales

M.ª R. ALONSO IBÁÑEZ

Extensión y límites del control por el Tribunal
Constitucional de las resoluciones judiciales
que afecten a los derechos fundamentales

CE
N

TR
O

D
E 

 E
ST

U
D

IO
S 

 P
O

LÍ
TI

CO
S 

Y 
 C

O
N

ST
IT

U
CI

O
N

AL
ES

Madrid
enero/abril

2007
ISSN: 0034-7639

ESTUDIOS
■

JURISPRUDENCIA
■

CRÓNICA
ADMINISTRATIVA

■

BIBLIOGRAFÍA
■

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 172,
Madrid, enero/abril (2007)



Consejo de Redacción

Director:
EDUARDO GARCÍA DE ENTERRÍA, Universidad Complutense de Madrid

Secretaria: 
CARMEN CHINCHILLA MARÍN, Universidad de Castilla-La Mancha

Vocales:
José María Boquera Oliver, Universidad de Valencia
Antonio Carro Martínez, Letrado de las Cortes Generales
Manuel Francisco Clavero Arévalo, Universidad de Sevilla
León Cortiñas Peláez, Universidad Nacional Autónoma de México
Luis Cosculluela Montaner, Universidad Complutense de Madrid
Rafael Entrena Cuesta, Universidad de Barcelona
Tomás Ramón Fernández Rodríguez, Universidad Complutense de Madrid
Rafael Gómez-Ferrer Morant, Universidad Complutense de Madrid
Jesús González Pérez, Universidad Complutense de Madrid
Jesús Leguina Villa, Universidad de Alcalá de Henares
Ramón Martín Mateo, Universidad de Alicante
Lorenzo Martín-Retortillo Baquer, Universidad Complutense de Madrid
Luis Morell Ocaña, Universidad Complutense de Madrid
Alejandro Nieto García, Universidad Complutense de Madrid
José Ramón Parada Vázquez, Universidad Nacional de Educación a Distancia
Fernando Sainz Moreno, Universidad Complutense de Madrid
Juan Alfonso Santamaría Pastor, Universidad Complutense de Madrid
José Luis Villar Palasí, Universidad Complutense de Madrid

El Centro de Estudios Políticos y Constitucionales 
no se identifica necesariamente con 
los juicios de los autores de esta Revista

Declaración de interés público

«Artículo único. Se declara de “interés público” a

la REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, fundada en

el año 1950 por el Instituto de Estudios

Políticos, en consideración a los elevados

méritos que concurren en dicha publicación, en

la que se contienen importantes estudios

monográficos de Derecho Político y

Administrativo, tanto nacional como de Derecho

comparado, de gran trascendencia doctrinal,

con difusión del estudio de dichas materias, y

realizando una labor formativa y vocacional muy

valiosa, cuyos efectos en la esfera de la

Administración Pública son una evidente realidad

actual.»

(Orden del Ministerio de Información y Turismo de

fecha 10 de mayo de 1961.)



Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 172, Madrid, enero-abril (2007), págs. 255-292 255

LAS COMPETENCIAS ESTATALES Y AUTONÓMICAS
SOBRE LOS PARQUES NACIONALES A LA LUZ

DE LA RECIENTE JURISPRUDENCIA
CONSTITUCIONAL. NUEVAS PERSPECTIVAS

PARA LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS1

LUCÍA CASADO CASADO
Profesora Ayudante Doctora de Derecho Administrativo

Universitat Rovira i Virgili

I. INTRODUCCIÓN.—II. EL MARCO CONSTITUCIONAL DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS SOBRE LOS

ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS.—III. LA COMPETENCIA PARA DECLARAR LOS PARQUES NACIONA-
LES: LA NECESIDAD DE DECLARACIÓN MEDIANTE LEY ESTATAL.—IV. LA GESTIÓN DE LOS PARQUES NA-
CIONALES: 1. Las previsiones inicialmente contenidas en la LCEN: la atribución de la gestión
de los parques nacionales en exclusiva al Estado. Su declaración de inconstitucionalidad en
la Sentencia 102/1995. 2. Las posteriores reformas de la LCEN: la introducción de un modelo
de cogestión entre el Estado y las Comunidades Autónomas. 3. El examen de este modelo de
cogestión por el TC: la atribución de la gestión de los parques nacionales en exclusiva a las
Comunidades Autónomas a partir de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.—V. LA OR-
GANIZACIÓN DE LOS PARQUES NACIONALES: 1. Los órganos de gestión de los parques nacionales:
las previsiones de la LCEN. 2. El examen de este modelo organizativo por el TC: el refuerzo de
las competencias de las Comunidades Autónomas: 2.1. El pronunciamiento del TC en rela-
ción con el Consejo de la Red de Parques Nacionales: la constitucionalidad del artículo
22.ter de la LCEN. 2.2. El pronunciamiento del TC en relación con las comisiones mixtas
de gestión: la inconstitucionalidad del artículo 23 de la LCEN. 2.3. El pronunciamiento del
TC en relación con los patronatos: la inconstitucionalidad de algunos apartados del artícu-
lo 23.bis de la LCEN. 2.4. El pronunciamiento del TC en relación con los directores-con-
servadores: la inconstitucionalidad de los artículos 23.ter de la LCEN y 6.2 de la Ley
3/1999, de 11 de enero.—VI. LA PLANIFICACIÓN DE LOS PARQUES NACIONALES: 1. El Plan Direc-
tor de la Red de Parques Nacionales y los Planes Rectores de Uso y Gestión de los Parques
Nacionales: las previsiones de la LCEN y del Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre.
2. El examen de la planificación de los parques nacionales por el TC: el progresivo vaciamien-
to de las competencias estatales: 2.1. El examen de los Planes Rectores de Uso y Gestión: la
inconstitucionalidad de determinados incisos de los apartados 1, 3 y 7 del artículo 19 de la
LCEN. 2.2. El examen del Plan Director de la Red de Parques Nacionales: A) La Sentencia
194/2004, de 10 de noviembre: la constitucionalidad de las previsiones de la LCEN y de la
Ley 41/1997. B) La Sentencia 101/2005, de 19 de abril: la inconstitucionalidad de determi-
nados preceptos del Plan Director de la Red de Parques Nacionales.—VII. LA FINANCIACIÓN

DE LOS PARQUES NACIONALES: 1. Las previsiones de la LCEN: la financiación conjunta entre el
Estado y las Comunidades Autónomas de los parques nacionales. 2. La Sentencia 194/2004,
de 10 de noviembre: la declaración de inconstitucionalidad del sistema de cofinanciación de
los parques nacionales establecido por la LCEN. 3. La continuidad de esta línea jurispruden-
cial: las Sentencias 81/2005, de 6 de abril, y 331/2005, de 15 de diciembre.—VIII. EL EJER-
CICIO DE LA POTESTAD SANCIONADORA SOBRE LOS PARQUES NACIONALES.—IX. CONSIDERACIONES FI-
NALES.—X. BIBLIOGRAFÍA.

1 Este trabajo ha sido realizado dentro del grupo de investigación, de la Universitat Ro-
vira i Virgili, «Territori, ciutadania i sostenibilitat. Dret del medi ambient, inmigració i govern
local», dirigido por el profesor Antoni PIGRAU SOLÉ, Catedrático de Derecho Internacional
Público y Relaciones Internacionales de esta Universidad.



RESUMEN
Este trabajo examina la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades
Autónomas en materia de parques nacionales, a la luz de la reciente jurisprudencia consti-
tucional, recaída a partir de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, cuya doctrina ha
sido completada por otras Sentencias posteriores. Se analizan, en particular, las compe-
tencias del Estado y de las Comunidades Autónomas sobre la declaración, la gestión, la or-
ganización, la planificación, la financiación y el régimen sancionador establecido para los
parques nacionales. A partir de este análisis, se pone de manifiesto el progresivo desapo-
deramiento de las competencias estatales que se ha producido en esta materia, a favor de
las competencias autonómicas.

Palabras clave: medio ambiente; espacios naturales protegidos; parques nacionales.

ABSTRACT
This study examines the distribution of competencies between the state and the
autonomous communities with respect to national parks, in the light of recent
constitutional jurisprudence, based on Ruling 194/2004, of 10th November, the doctrine of
which was completed by other subsequent Rulings. In particular, it analyses the
competencies of the state and the autonomous communities on such issues as the creation,
management, organization, planning, funding and system of sanctions established for
national parks. The analysis shows the progressive decrease in state competencies and the
progressive increase in the competencies of the autonomous communities.

Key words: environment; protected natural areas; national parks.

I. INTRODUCCIÓN

La temática de los espacios naturales protegidos ha desatado una
importante conflictividad competencial en España. Son muchos los pro-
nunciamientos del TC que han recaído en esta materia y que han ido per-
filando los respectivos ámbitos de actuación estatal y autonómico. Para-
digmática en este sentido es la Sentencia 102/1995, de 26 de junio
(dictada a partir del recurso de inconstitucionalidad presentado por va-
rias Comunidades Autónomas contra la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de
conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres —en
adelante, LCEN—)2, punto de referencia indiscutible para conocer la doc-
trina constitucional sobre la distribución de competencias en materia de
protección del medio ambiente, en general, y sobre espacios naturales
protegidos, en particular. Sin embargo, esta Sentencia no ha cerrado la
cuestión competencial, sino que han sido necesarios otros pronuncia-
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2 Véanse, entre otros, los comentarios de esta Sentencia realizados por Dolors CANALS

AMETLLER (1997), «La polémica jurisprudencia del Tribunal Constitucional en materia de
espacios naturales protegidos: competencias estatales versus competencias autonómicas
(Comentario en torno a la Sentencia del Tribunal Constitucional 102/1995, de 26 de junio,
en relación con las SSTC 156/1995, de 26 de octubre, y 163/1995, de 8 de noviembre)»,
núm. 142 de esta REVISTA, págs. 305-351, y Rosario LAZA LAZA (1996), «La distribución de
competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en relación con la declara-
ción y gestión de los Espacios Naturales Protegidos. La STC 102/1995, de 26 de junio», Re-
vista de Estudios de la Administración Local y Autonómica, 271-272, págs. 877-888.



mientos posteriores que han acabado de perfilar y concretar las compe-
tencias estatales y autonómicas sobre los espacios naturales. Un tema que
se ha revelado especialmente conflictivo ha sido el de los parques na-
cionales3. En su momento, la Sentencia 102/1995 ya abordó algunas cues-
tiones competenciales en torno a estos espacios que provocaron la decla-
ración de inconstitucionalidad de algunos preceptos de la LCEN y su
posterior modificación por la Ley 41/1997, de 5 de noviembre. Sin embar-
go, la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades
Autónomas en relación con los parques nacionales ha vuelto a ser objeto
de examen por el TC, que, en un corto espacio de tiempo, ha dictado ocho
Sentencias sobre esta cuestión, cuyos pronunciamientos serán analizados
en este estudio. Nos referimos a las Sentencias 194/2004, de 10 de no-
viembre4; 35/2005, de 17 de febrero; 36/2005, de 17 de febrero5; 81/2005,
de 6 de abril6; 100/2005, de 19 de abril7; 101/2005, de 19 de abril8;
331/2005, de 15 de diciembre9; y 32/2006, de 1 de febrero10, que, como ve-
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3 Sobre los parques nacionales, véanse, entre otros, los trabajos de Santiago ANGLADA

GOTOR e Isabel MATEOS GUILARTE (1994), «Informe sobre Parques Nacionales y organiza-
ción del Estado en la Europa comunitaria», núm. 133 de esta REVISTA, págs. 529-541; To-
más Ramón FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ (1975), «Parques Nacionales y protección de la Natura-
leza», Revista Española de Derecho Administrativo, 5, págs. 215-223; Agustín GARCÍA URETA

(1999), Espacios naturales protegidos. Cuestiones jurídicas en la Ley 4/1989, de 27 de marzo,
Oñati, Instituto Vasco de Administración Pública; Antonio MACHADO CARRILLO (1988), Los
parques nacionales: aspectos jurídicos y administrativos, Madrid, Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación, ICONA; Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO BAQUER (1975), «Aspectos ad-
ministrativos de la creación y funcionamiento de los Parques Nacionales», Revista Españo-
la de Derecho Administrativo, 6, págs. 343-364.

4 Esta Sentencia resuelve los recursos de inconstitucionalidad acumulados 460/98,
469/98 y 483/98, formulados, respectivamente, por el Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía, por las Cortes de Aragón y por la Diputación General de Aragón contra el ar-
tículo único de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre, por la que se modifica la LCEN, en
cuanto que da nueva redacción a determinados artículos de la misma; y contra algunas dis-
posiciones adicionales y la disposición final 2.ª de dicha Ley 41/1997.

5 Estas Sentencias resuelven, respectivamente, los recursos de inconstitucionalidad
5573/2002 y 5590/2002, interpuestos, respectivamente, por el Consejo de Gobierno de la
Junta de Andalucía y por el Gobierno de Aragón contra la disposición adicional 4.ª de la
Ley 15/2002, de 1 de julio, por la que se declara el Parque Nacional Marítimo-Terrestre de
las Islas Atlánticas de Galicia, en cuanto que da nueva redacción a determinados artículos
de la LCEN.

6 Esta Sentencia resuelve el recurso de inconstitucionalidad 1504/99, presentado por el
Parlamento de Andalucía contra determinados preceptos de la Ley 3/1999, de 11 de enero,
por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada.

7 Esta Sentencia resuelve el recurso de inconstitucionalidad 1566/99, interpuesto por el
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía contra algunos artículos de la Ley 3/1999, de
11 de enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada.

8 Esta Sentencia resuelve el conflicto positivo de competencia 2287/2000, planteado
por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía contra los artículos 1, 2 y 3 y diversos
preceptos del Anexo del Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre, por el que se aprueba
el Plan Director de la Red de Parques Nacionales.

9 Esta Sentencia resuelve el recurso de inconstitucionalidad 368/2000, interpuesto por
el Presidente del Gobierno frente a la Ley del Parlamento de Andalucía 8/1999, de 27 de oc-
tubre, del Espacio Natural de Doñana.

10 Esta Sentencia resuelve los conflictos positivos de competencia acumulados 5229/98
y 5504/98, promovidos, respectivamente, por la Diputación General de Aragón y por el
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía contra diversos preceptos del Real De-



remos, abren nuevas perspectivas para las competencias autonómicas en
esta materia, en detrimento de las estatales.

II. EL MARCO CONSTITUCIONAL DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

SOBRE LOS ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS

Los espacios naturales protegidos, entre los que se encuentran los par-
ques nacionales11, no se incluyen de forma expresa en el listado de mate-
rias que integran las competencias asumibles por las Comunidades Autó-
nomas (art. 148 de la CE) y las competencias exclusivas del Estado (art.
149.1.23 de la CE). Es esta ausencia la que ha posibilitado que algunos Es-
tatutos de Autonomía hayan asumido la competencia sobre los espacios
naturales protegidos como competencia exclusiva autonómica12. La propia
jurisprudencia constitucional ha admitido que las Comunidades Autóno-
mas puedan asumir estatutariamente, como competencia exclusiva, la re-
lativa a los espacios naturales protegidos, acerca de los cuales no figura
una reserva competencial a favor del Estado13.

Ahora bien, a pesar de esta mención estatutaria expresa en algunas Co-
munidades Autónomas, debe tenerse presente que la materia «espacios
naturales protegidos» también queda subsumida en el título general de
«protección del medio ambiente». Resultan, por tanto, aplicables las pres-
cripciones establecidas por los artículos 148.1.9 y 149.1.23 de la CE, por lo
que la competencia exclusiva sobre espacios naturales asumida por algu-
nas Comunidades Autónomas queda matizada por las competencias que
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creto 1760/1998, de 31 de julio, por el que se determina la composición y el funcionamien-
to del Consejo de la Red de Parques Nacionales, de las comisiones mixtas de gestión de di-
chos parques y de sus patronatos.

11 Los parques nacionales se definen en la LCEN como «aquellos espacios naturales de
alto valor ecológico y cultural, que siendo susceptibles de ser declarados parques, se decla-
re su conservación de interés general de la Nación. Este interés se apreciará en razón de
que el espacio sea representativo del patrimonio natural y de que incluya alguno de los
principales sistemas naturales españoles que se dictan en el Anexo de la presente Ley» (art.
22.1, modificado por la Ley 41/1997, de 5 de noviembre). Véase también la definición de
parques nacionales recogida en el apartado 2, epígrafe 1.a), del Plan Director de la Red de
Parques Nacionales, incluido en el Anexo del Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre,
por el que se aprueba este Plan Director.

En la actualidad existen en España trece parques nacionales integrados en la Red de
Parques Nacionales, de los cuales ocho están localizados en la Península Ibérica y cinco en
las islas, con un total de 326.897 hectáreas. El más grande es el de Sierra Nevada, seguido,
por orden de extensión, por Picos de Europa, Doñana, Cabañeros, Teide, Ordesa y Monte
Perdido, Aigües Tortes i Estany de Sant Maurici, Archipiélago de Cabrera, Islas Atlánticas de
Galicia, Timanfaya, Caldera de Taburiente, Garajonay y Tablas de Daimiel. La importancia
de estos espacios no reside en su extensión (apenas alcanza el 10% de la superficie protegi-
da española), sino en la calidad de los ecosistemas y valores que representan. En este senti-
do, Alfonso MULERO MENDIGORRI (2002), La protección de espacios naturales en España. An-
tecedentes, contrastes territoriales, conflictos y perspectivas, Madrid-Barcelona-México,
Ediciones Mundi-Prensa, pág. 113.

12 Es el caso de los Estatutos de Autonomía de Andalucía (art. 13.7), Aragón (art.
35.1.15), Canarias (art. 30.16), Cataluña (art. 144.2), Comunidad Valenciana (art. 49.1.10) y
Navarra [art. 50.1.d)].

13 Véase, entre otras, la Sentencia 69/1982, de 23 de noviembre (FJ 1).



en materia ambiental corresponden al Estado. En efecto, la competencia
autonómica no es ilimitada o absoluta y debe situarse dentro del marco
competencial proporcionado por la CE en materia de protección ambien-
tal14. Como ha destacado CANALS AMETLLER, «la competencia exclusiva de
las Comunidades Autónomas sobre espacios naturales protegidos no podrá
definirse como de exclusividad absoluta, en los términos definidos por el TC
en dicha STC 69/1982. Las bases estatales acotarán sustancialmente tanto la
legislación como la ejecución autonómica de aquella materia jurídica»15.

De este modo, corresponderá al Estado la competencia exclusiva para
la elaboración de la legislación básica, «sin perjuicio de las facultades de
las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protec-
ción», y a las Comunidades Autónomas «la gestión en materia de protec-
ción del medio ambiente», junto al desarrollo de la legislación básica esta-
tal —amén de la facultad de dictar normas adicionales de protección—16.
Cabe destacar que, en este marco general, aquellas Comunidades Autóno-
mas en cuyos Estatutos se contemple de forma expresa la competencia so-
bre espacios naturales protegidos como exclusiva, tendrán una posición es-
pecífica frente a la competencia genérica sobre protección del medio
ambiente y, además, reforzada frente a las competencias del Estado17.

A la vista de lo expuesto, el TC ha considerado que la regulación relati-
va a los parques nacionales se incardina en las materias relativas a los «es-
pacios naturales protegidos» y al «medio ambiente»18. En este contexto, al
Estado corresponderá la aprobación de la normativa básica sobre los par-
ques nacionales, si bien ello no implica, como ha clarificado el TC en la
Sentencia 331/2005, de 15 de diciembre,

«(...) que le quede reservado a aquél la regulación del completo
régimen jurídico relativo a esta figura de protección, pues, ob-
vio es, ello desbordaría el reparto competencial en esta materia
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14 Véase el FJ 1 de la Sentencia 69/1982, de 23 de noviembre.
15 Dolors CANALS AMETLLER (1997: 311).
16 Sobre la distribución de competencias en materia de medio ambiente existe abun-

dante bibliografía. Véanse, por todos, los trabajos de Juan-Cruz ALLI ARANGUREN (2006),
voz «Distribución de competencias ambientales entre el Estado, las Comunidades Autóno-
mas y las Corporaciones Locales», en la obra colectiva, dirigida por Enrique ALONSO GARCÍA

y Blanca LOZANO CUTANDA, Diccionario de Derecho Ambiental, Madrid, Iustel, págs. 522-531;
José Luis BELTRÁN AGUIRRE (1995), «La distribución de competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas en materia de medio ambiente», Revista Vasca de Administración
Pública, 41, págs. 545-564; Agustín GARCÍA URETA (1999: 58-147); Francisco LÓPEZ MENUDO

(2005), «Concepto constitucional de medio ambiente. El reparto competencial», en la obra
colectiva, por él dirigida, Reparto competencial en materia de medio ambiente. Control me-
dioambiental de la Administración Pública, Madrid, Estudios de Derecho Judicial, Consejo
General del Poder Judicial, págs. 13-72; e Isabel PONT CASTEJÓN y Lucía CASADO CASADO

(2000), «La elasticidad de las competencias normativas en materia ambiental: querer es po-
der», en la obra colectiva, coordinada por Francisco SOSA WAGNER, El Derecho Administrati-
vo en el umbral del siglo XXI. Homenaje al Profesor Dr. D. Ramón Martín Mateo, tomo III, Va-
lencia, Tirant lo Blanch, págs. 4045-4110.

17 Así lo ha establecido el TC en la Sentencia 102/1995, FJ 3.
18 Vid. Sentencias del TC 194/2004, de 4 de noviembre, FJ 5; y 331/2005, de 15 de di-

ciembre, FJ 3.



y no se atendría a nuestra reiterada doctrina sobre el alcance
de la normativa básica» (FJ 5).

De ahí que no exista ningún obstáculo de orden constitucional para
que las Comunidades Autónomas regulen los parques nacionales siempre
que, al hacerlo, sean respetuosas con la legislación básica estatal de pro-
tección medioambiental específica de estos espacios. Concretamente, el
TC ha admitido en la Sentencia 331/2005 que las Comunidades Autóno-
mas que han asumido las competencias en materia de «espacios naturales
protegidos» y «medio ambiente» están habilitadas para establecer un régi-
men jurídico protector de los espacios naturales de su territorio, incluso
aunque se trate de un espacio que ha sido declarado parque nacional,
toda vez que esta figura es tan sólo una de las posibles modalidades de
protección de los espacios a los que se extiende la primera de dichas ma-
terias, dentro del respeto a las bases establecidas por el Estado ex artículo
149.1.23 de la CE19.

III. LA COMPETENCIA PARA DECLARAR LOS PARQUES NACIONALES:
LA NECESIDAD DE DECLARACIÓN MEDIANTE LEY ESTATAL

La primera cuestión competencial que han suscitado los parques na-
cionales ha sido la de la competencia para su declaración. La LCEN, en su
redacción originaria, atribuyó esta competencia en exclusiva al Estado, re-
quiriendo para la declaración de un espacio como parque nacional una ley
de las Cortes Generales (art. 22.1). A las Comunidades Autónomas se les
atribuyó una simple facultad de propuesta —no vinculante— al Estado
para la declaración como parque nacional de un espacio natural cuando se
cumpliesen los requisitos establecidos en la LCEN y se apreciase que su
declaración era de interés general de la Nación (art. 22.3). La asignación
de esta competencia al Estado suscitó los recelos de algunas Comunidades
Autónomas y fue el artículo 22 uno de los impugnados mediante el recurso
de inconstitucionalidad presentado ante el TC contra la LCEN. Sin embar-
go, en la Sentencia 102/1995, de 26 de junio, el Alto Tribunal consideró
conforme a la CE la atribución de tal competencia al Estado20. Acepta, por
tanto, una monopolización de la determinación del contenido del interés
general, como signo de identidad de los parques nacionales, por parte de la
Administración del Estado21.

Con posterioridad a la Sentencia 102/1995 se aprobó la Ley 41/1997, de
5 de noviembre, que modificó, entre otros, el artículo 22 de la LCEN. A los
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19 Vid. el FJ 5 de esta Sentencia.
20 Sentencia 102/1995, de 26 de junio, FJ 21. Sin embargo, en esta misma Sentencia, el

TC niega la competencia estatal para la declaración de los espacios naturales protegidos
que tengan por objeto la protección de bienes integrantes del dominio público marítimo-
terrestre, así como los espacios naturales protegidos supracomunitarios. Véanse los FF.JJ.
19 y 20 de la Sentencia 102/1995, de 26 de junio.

21 Así lo destaca Dolors CANALS AMETLLER (1997: 335).



efectos que aquí nos interesan, después de esta reforma, se mantiene en la
LCEN la exigencia de ley de las Cortes Generales para la declaración de
parques nacionales (art. 22.2), así como la capacidad de propuesta de las
Comunidades Autónomas (art. 22.4), pero se introduce una novedad signi-
ficativa, que supone un refuerzo considerable de las competencias autonó-
micas en esta materia. Efectivamente, el artículo 22.5, en su nueva redac-
ción, exige, para la declaración de un parque nacional, el previo acuerdo
favorable de la Asamblea Legislativa de la Comunidad o de las Comunida-
des Autónomas en cuyo territorio se encuentre situado22. Se confiere, en
definitiva, al legislador autonómico el derecho de veto23.

A pesar de estas concesiones a las Comunidades Autónomas, la compe-
tencia de declaración de los parques nacionales continúa reservándose al Es-
tado. Ahora bien, debe tenerse presente que el TC ha admitido recientemen-
te, en la Sentencia 331/2005, de 15 de diciembre, que esta competencia
estatal no resulta vulnerada por las Comunidades Autónomas cuando
crean figuras de protección cuyo ámbito abarca la totalidad del espacio de-
clarado como parque nacional. En esta ocasión, el TC admite la constitucio-
nalidad de la declaración del Espacio Natural de Doñana —que incluye los
territorios a los que actualmente se extiende el Parque Nacional de Doñana,
incluidas sus Zonas de Reservas, así como sus Zonas de Protección y el Par-
que Natural de Doñana—, realizada por el artículo 5.1 de la Ley andaluza
8/1999, de 27 de octubre, del Espacio Natural de Doñana. En su opinión,

«(...) es obvio que el precepto no recaba para la Comunidad
Autónoma la competencia declarativa del parque nacional,
sino que se limita a incluir el parque nacional de Doñana en el
área más extensa cuya protección se declara y ello sin que esta
declaración ponga en cuestión en modo alguno, en cuanto a lo
que se desprende de la literalidad del precepto, el régimen jurí-
dico básico a que se somete dicho parque nacional (...) En defi-
nitiva, no se vulnera la competencia estatal para declarar un
parque nacional y establecer su régimen jurídico básico por el
hecho de que la Comunidad Autónoma de Andalucía integre el
parque nacional y el parque natural de Doñana en un espacio
protegido más amplio que incluya aquéllos» [FJ 8.a)]24.
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22 La doctrina ya había defendido la necesidad de garantizar una verdadera partici-
pación de las Comunidades Autónomas en la declaración de los parques nacionales. En
este sentido, Rosario LAZA LAZA (1996: 888).

23 En opinión de Francisco DELGADO PIQUERAS (2005), «Los espacios naturales protegi-
dos», en la obra colectiva, dirigida por Luis ORTEGA ÁLVAREZ, Lecciones de Derecho del Me-
dio Ambiente, 4.ª ed., Valladolid, Lex Nova, pág. 251: «El derecho de veto otorgado al legisla-
dor autonómico supone un condicionamiento del legislador estatal que (...) no se compadece
con el sustrato material que justifica la figura de los Parques Nacionales en la Sentencia
102/1995».

24 Especialmente críticos con este pronunciamiento del TC se han mostrado José Luis
BERMEJO LATRE y Víctor Manuel ESCARTÍN ESCUDÉ (2006), «La reciente jurisprudencia cons-
titucional sobre las competencias en materia de espacios naturales», Revista Aranzadi de
Derecho Ambiental, 9, págs. 182-183.



Por lo tanto, las Comunidades Autónomas, en base a sus competencias
en materia de «espacios naturales protegidos» y «medio ambiente», pue-
den declarar protegido un espacio que incluya, junto con otros, los te-
rritorios de un parque nacional, siempre que, al hacerlo, no perturben la
competencia del Estado para declarar el parque nacional ni pongan en en-
tredicho su régimen jurídico básico. En el caso en cuestión, el Espacio Na-
tural de Doñana, declarado por Andalucía, no hacía desaparecer, según el
TC, el Parque Nacional, sino que éste, conservando su denominación y su
carácter, se integraba en un espacio más amplio.

IV. LA GESTIÓN DE LOS PARQUES NACIONALES

La gestión de los parques nacionales se ha manifestado como uno de
los temas más conflictivos, desde la perspectiva del reparto competencial
entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia de espacios na-
turales protegidos. Ha sido éste un tema recurrente, tanto a nivel normati-
vo —sede en la que se han producido importantes cambios y reformas—
como a nivel jurisprudencial, dados los pronunciamientos del TC que ha
suscitado.

1. Las previsiones inicialmente contenidas en la LCEN: la atribución
de la gestión de los parques nacionales en exclusiva al Estado.
Su declaración de inconstitucionalidad en la Sentencia 102/1995

Originariamente, la LCEN, en su artículo 22.1, atribuyó al Estado la
gestión de los parques nacionales y la correspondiente asignación de re-
cursos presupuestarios. Sin embargo, en la Sentencia 102/1995, el TC de-
claró la inconstitucionalidad parcial del primer párrafo del artículo 22, en
cuanto atribuía la gestión de estos espacios exclusivamente al Estado, des-
conociendo la competencia de las Comunidades Autónomas para ejecutar
lo legislado sobre protección del medio ambiente y la posición singular de
algunas de ellas, con una competencia exclusiva sobre espacios naturales
protegidos. Además, consideró que no era admisible la exclusión de las Co-
munidades Autónomas en cuyo territorio estuviese enclavado el parque
nacional, como hacía la LCEN. Antes bien, la gestión —utilizada como si-
nónimo de administración— en este ámbito se configura como competen-
cia autonómica25. En consecuencia, el TC rechaza que la gestión de un
parque nacional pueda quedar exclusivamente en manos de la Administra-
ción estatal, aunque añade que

«(...) sólo residualmente, en ciertos supuestos límite que no es
necesario concretar ahora, aunque uno sea éste, pueda parti-
cipar en ella el Estado» (FJ 22),
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25 FJ 22 de la Sentencia 102/1995, de 26 de junio.



con lo cual deja la puerta abierta a una cierta intervención estatal, más allá
de la declaración del interés general de este tipo de espacios naturales, sin
introducir mayores concreciones.

2. Las posteriores reformas de la LCEN: la introducción de un modelo
de cogestión entre el Estado y las Comunidades Autónomas

Con posterioridad a la Sentencia 102/1995 se aprobó la Ley 41/1997, de
5 de noviembre, de modificación de la LCEN, que responde, como estable-
ce su Exposición de Motivos, a la necesidad de «establecer el régimen jurí-
dico que permita la participación en la gestión de los parques nacionales
no sólo de la Administración General del Estado, sino también de las Co-
munidades Autónomas en cuyo territorio se ubique alguno de estos privile-
giados espacios naturales»26. Su finalidad, por tanto, no era otra que «mo-
dificar determinados artículos de la Ley 4/1989 para adaptar su contenido
a la doctrina constitucional e incorporar, asimismo, preceptos nuevos en
dicha Ley para regular los órganos de gestión y administración de los Par-
ques Nacionales»27. Con este fin, esta Ley dota a los parques nacionales de
un nuevo modelo de gestión en el que adquieren mayor protagonismo las
Comunidades Autónomas, pero en el que se articula también la partici-
pación del Estado. Se introduce, pues, un modelo que, lejos de trasladar a
las Comunidades Autónomas el grueso de la gestión de los parques na-
cionales, responde a criterios de compartición entre la Administración Ge-
neral del Estado y la correspondiente Administración autonómica del par-
que nacional de que se trate28. En efecto, el artículo 22.3 de la LCEN,
modificado por la Ley 41/1997, establece que:

«Los Parques Nacionales serán gestionados conjuntamente
por la Administración General del Estado y la Comunidad o
las Comunidades Autónomas en cuyo territorio se encuen-
tren situados».

Partiendo de este principio general, como veremos, se configuran cua-
tro órganos que intervienen en la gestión de los parques nacionales: el
Consejo de la Red de Parques Nacionales, la comisión mixta de gestión, el
director-conservador y el patronato29. Esta gestión conjunta entre la Ad-
ministración del Estado y las Comunidades Autónomas a que nos referi-
mos se traslada al principal órgano gestor —la comisión mixta de ges-
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26 Véase el párrafo segundo de la Exposición de Motivos de la Ley 41/1997, de 5 de no-
viembre.

27 Véase el párrafo tercero de la Exposición de Motivos de la Ley 41/1997, de 5 de no-
viembre.

28 Agustín GARCÍA URETA (1999: 558-559). De este régimen general de gestión comparti-
da se separa el Parque Nacional de Aigües Tortes i Estany de Sant Maurici. Vid. la disposi-
ción adicional 4.ª de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre.

29 Vid. infra, el apartado V.1 de este estudio.



tión—, integrado paritariamente por representantes de ambas Adminis-
traciones.

3. El examen de este modelo de cogestión por el TC: la atribución
de la gestión de los parques nacionales en exclusiva a las Comunidades
Autónomas a partir de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre

El modelo de gestión conjunta de los parques nacionales introducido
tras la Ley 41/1997 ha sido sometido a examen de constitucionalidad en la
Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre. El TC ha considerado que no se
adecúa a la CE el establecimiento por parte del legislador estatal de un sis-
tema de cogestión de los parques nacionales, en el caso de los parques na-
cionales intraautonómicos. En su opinión, tal sistema no puede conside-
rarse como básico30; y tampoco puede ampararse en las facultades de
coordinación que la CE reconoce al Estado31 ni en el principio de coopera-
ción interadministrativa, en la medida en que no se satisface el requisito
de la voluntariedad y tampoco se salvaguardan las competencias de ges-
tión de las Comunidades Autónomas32.

El TC también ha extendido este criterio al caso de los parques naciona-
les interautonómicos. Para ello, ha reiterado, en la Sentencia 194/2004, de 10
de noviembre, los criterios de la ratio decidendi expuestos en relación a los
intracomunitarios, añadiendo un nuevo canon de constitucionalidad —por
centrarse, en este caso, la controversia sobre la función ejecutiva del Estado
en un supuesto de supraterritorialidad— que le lleva a concluir la inconstitu-
cionalidad del modelo de gestión compartida de los parques nacionales su-
pracomunitarios. En efecto, la atribución de la gestión ordinaria de estos es-
pacios al Estado, aunque sea en régimen de cogestión, vulnera las
competencias autonómicas sobre espacios naturales protegidos y autoorga-
nización de sus servicios. Según el Tribunal, el Estado debió limitarse, con
base en sus facultades de coordinación, a instrumentar mecanismos que
permitieran a las Comunidades Autónomas afectadas realizar la gestión del
parque en sus respectivos territorios, integrando su actividad del modo más
adecuado33. Sin embargo, el TC considera constitucional la posibilidad
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30 El TC ha negado la calificación del artículo 22.3 de la LCEN como básico. Véase el
FJ 11 de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.

31 Véase el FJ 12 de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.
32 Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, FJ 13.
33 Queda aún sin resolver la cuestión de la gestión y la organización en los parques na-

cionales marítimo-terrestres, sobre la cual el TC no se ha pronunciado. En sendos votos par-
ticulares a las Sentencias 35/2005 y 36/2005, el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata Pé-
rez ha defendido que la inconstitucionalidad del régimen de cogestión se refiere a casos
distintos al de las Islas Atlánticas de Galicia y considera que la doctrina constitucional debe-
ría ser modulada para casos de parques nacionales que afecten al mar territorial. En esta lí-
nea, el Proyecto de Ley de la Red de Parques Nacionales que se está tramitando actualmente
en el Congreso de los Diputados (Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Di-
putados, VIII Legislatura, Serie A, núm. 87-1, de 26 de mayo de 2006) prevé, en su artículo
16.2, que «en el caso de Parques Nacionales declarados sobre aguas marinas bajo soberanía
o jurisdicción nacional, la gestión corresponde a la Administración General del Estado».



—prevista en la disposición adicional 7.ª de la Ley 41/1997, de 5 de no-
viembre— de suscripción voluntaria de acuerdos entre el Gobierno de la
Nación y los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas afecta-
das por la existencia de parques nacionales supraautonómicos, para esta-
blecer fórmulas complementarias de gestión y administración34.

V. LA ORGANIZACIÓN DE LOS PARQUES NACIONALES

La LCEN, en su versión originaria, incorporaba escasas menciones a la
organización de los parques nacionales. De hecho, únicamente se incluía una
referencia a los patronatos, con funciones de asesoramiento, promoción, se-
guimiento y control de los parques, en el artículo 23. Han sido las reformas
posteriores de esta Ley, principalmente la acometida por la Ley 41/1997, de 5
de noviembre, las que han diseñado el modelo de organización de los parques
nacionales, desarrollado por el Real Decreto 1760/1998, de 31 de julio, por el
que se determina la composición y el funcionamiento del Consejo de la Red
de Parques Nacionales, de las comisiones mixtas de gestión de dichos par-
ques y de sus patronatos. Este marco normativo incorporaba un modelo de
organización administrativa de los parques nacionales que respondía a crite-
rios de compartición entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

1. Los órganos de gestión de los parques nacionales:
las previsiones de la LCEN

En coherencia con el modelo de gestión conjunta entre el Estado y las
Comunidades Autónomas de los parques nacionales que se introduce a
partir de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre35, en la LCEN se configuran
cuatro órganos36 que intervienen en la gestión de los parques nacionales:
el Consejo de la Red de Parques Nacionales, la comisión mixta de gestión,
el patronato y el director-conservador.

El Consejo de la Red de Parques Nacionales es un órgano colegiado de
carácter consultivo, en el que están representadas la Administración Gene-
ral del Estado y todas y cada una de las Comunidades Autónomas en cuyo
ámbito territorial se ubiquen aquéllos37. Constituye, pues, el primer grado
de participación de las Comunidades Autónomas en la gestión de los par-
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34 Véase el FJ 17.d) de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.
35 En este punto, además de las modificaciones de la LCEN incorporadas por la Ley

41/1997, de 5 de noviembre, ténganse en cuenta también las introducidas por las Leyes
15/2002, de 1 de julio, por la que se declara el Parque Nacional Marítimo-Terrestre de las
Islas Atlánticas de Galicia, y 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administra-
tivas y del orden social.

36 Para completar la visión de la estructura organizativa de los parques nacionales, ténga-
se en cuenta lo establecido por la disposición adicional 5.ª de la Ley 41/1997, que preveía la
creación de consorcios para la administración y conservación de los parques nacionales. En la
Sentencia 194/2004, esta disposición ha sido declarada inconstitucional por el TC [FJ 14.e)].

37 Véanse los artículos 22.ter.1 de la LCEN y 2.1 del Real Decreto 1760/1998.



ques nacionales38. De él forman parte también, en todo caso, tres represen-
tantes de la totalidad de los municipios en cuyo territorio se ubique un
parque nacional, designados por la Asociación de Municipios de ámbito
estatal con mayor implantación39; los presidentes de los patronatos de los
parques nacionales que integran la Red, y tres representantes de las aso-
ciaciones cuyos fines concuerden con los principios de la LCEN40. Con ello
se denota la intención del legislador de que el Consejo sea un foro de en-
cuentro de los distintos entes públicos involucrados con los parques na-
cionales41. Al Consejo le corresponde informar el Plan Director de la Red
de Parques Nacionales, la normativa de carácter general aplicable a los
parques de la Red de Parques Nacionales, la propuesta de declaración de
nuevos parques nacionales y los criterios de distribución de los recursos
económicos y de financiación que se asignen para la gestión de estos espa-
cios; proponer la concesión de distinciones internacionales para los par-
ques de la Red de Parques Nacionales; promover la proyección interna-
cional de la Red de Parques Nacionales, y cuantas otras cuestiones de
interés general para estos espacios naturales le sean asignadas42. Se trata,
en definitiva, de un órgano de tutela de la Red de Parques Nacionales,
cuya misión fundamental es precisamente garantizar el buen funciona-
miento de ésta y la homogeneidad de la gestión.

La comisión mixta de gestión, introducida en la LCEN por la Ley
41/1997, se configuraba como el órgano ordinario de gestión de los par-
ques nacionales y, por ende, «piedra angular de la Ley»43. En ella se mate-
rializaba el principio de gestión compartida de los parques nacionales, ya
que era un órgano colegiado integrado por el mismo número de represen-
tantes de la Administración General del Estado que de la Comunidad Autó-
noma, tanto en el caso de los parques nacionales intraautonómicos como
interautonómicos44. Sus funciones, de máxima relevancia para la gestión
de los parques nacionales, eran las relativas a los planes aplicables; a las
actividades a desarrollar; de carácter económico, y residuales45.
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38 Agustín GARCÍA URETA (1999: 560).
39 El artículo 22.ter.1 de la LCEN, introducido por la Ley 41/1997, preveía un represen-

tante designado por la Asociación de Municipios de ámbito estatal. Sin embargo, el Real
Decreto 1760/1998, de 31 de julio, prevé tres representantes [nótese que la disposición final
2.ª de la Ley 41/1997 facultaba al Gobierno para modificar, mediante Real Decreto, la com-
posición de los patronatos y órganos gestores de los parques nacionales integrados en la
Red, para adaptarlos a las prescripciones de esta Ley; esta disposición ha sido declarada
inconstitucional en la Sentencia del TC 194/2004, FJ 14.f)].

40 Véanse los artículos 22.ter.1 de la LCEN, introducido por la Ley 41/1997, y 2.1 del
Real Decreto 1760/1998.

41 En este sentido, Agustín GARCÍA URETA (1999: 561).
42 Véase el artículo 22.ter.2 y 3 de la LCEN, introducido por la Ley 41/1997.
43 Véase la Exposición de Motivos de la Ley 41/1997, apartado noveno.
44 De conformidad con el artículo 23.2 de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997, en

el caso de los parques nacionales intercomunitarios, se mantendrá la composición parita-
ria entre la Administración General del Estado y el conjunto de las Comunidades Autóno-
mas interesadas. Sobre la composición de las comisiones mixtas de gestión, véanse el ar-
tículo 3 y el Anexo I del Real Decreto 1760/1998, de 31 de julio.

45 Sobre las funciones de las comisiones mixtas de gestión, véase Agustín GARCÍA URETA

(1999: 573-578).



De conformidad con lo dispuesto en el artículo 23.bis de la LCEN, el
patronato era un órgano de participación social que debía constituirse
para cada uno de los parques nacionales, en el que estarían representadas
las Administraciones públicas y aquellas instituciones, asociaciones y or-
ganizaciones relacionadas con el parque, o con fines concordantes a los
que inspiraban la LCEN46. Al igual que en la comisión mixta de gestión, el
número de los representantes designados por el Gobierno de la Nación y
por las Comunidades Autónomas sería paritario, criterio que también de-
bía mantenerse en el caso de los parques nacionales supraautonómicos47.
Sus funciones, salvo alguna excepción, eran básicamente de informe y de
propuesta48.

Finalmente, el director-conservador se configuraba como un órgano
designado, por acuerdo de la comisión mixta de gestión49, entre funcio-
narios de la Administración General del Estado o de las Administracio-
nes autonómicas implicadas50. Sobre él recaía la responsabilidad de la
administración y coordinación de las actividades del parque nacional51.
El director-conservador también formaba parte del patronato y podía
asistir a las reuniones de las comisiones mixtas, con voz pero sin voto,
actuando como secretario52.
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46 La redacción de este artículo procede de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre. Poste-
riormente, el apartado 6.c) de este precepto ha sido modificado por la Ley 15/2002, de 1 de
julio. En relación a la composición específica de los patronatos, véanse el artículo 4 y el
Anexo II del Real Decreto 1760/1998, de 31 de julio. La LCEN, tras las modificaciones in-
troducidas por la Ley 41/1997, prevé que los presidentes de los patronatos serán nombra-
dos por el Gobierno de la Nación, a propuesta del Ministerio de Medio Ambiente, previo
acuerdo de la comisión mixta de gestión (art. 23.bis.3).

47 Véase el artículo 23.bis.2 de la LCEN.
48 Agustín GARCÍA URETA (1999: 585) ha destacado que la reforma en 1997 de los patro-

natos «ha llevado a confundir, en algún caso, la línea divisoria entre la gestión, atribuida a la
Comisión Mixta, y la función de apoyo, que le corresponde al Patronato».

49 Con posterioridad a la designación del director-conservador por la comisión mixta,
el Organismo Autónomo Parques Nacionales realizará las actuaciones administrativas pre-
cisas para posibilitar la incorporación a su plantilla (art. 23.ter, apartado 5, primer párrafo,
de la LCEN, modificado por la Ley 62/2003).

De acuerdo con el artículo 23.ter, apartado 2, de la LCEN (modificado por la Ley
62/2003, de 30 de diciembre), «en caso de no alcanzarse acuerdo para la designación del
Director-Conservador en el seno de la Comisión Mixta, se elevará la documentación relati-
va a los aspirantes al Consejo de la Red de Parques Nacionales que, por mayoría de sus
miembros, designará al funcionario que así considere». En tanto no se resuelva este nom-
bramiento, la responsabilidad de la dirección del parque nacional recaerá en el director-
adjunto o, en su caso, en el funcionario de mayor nivel y antigüedad existente en la planti-
lla (art. 23.ter, apartado 3, de la LCEN, modificado por la Ley 15/2002, de 1 de julio, y,
posteriormente, por la Ley 62/2003, de 30 de diciembre).

50 Así lo establece el artículo 23.ter, apartado 4, modificado por la Ley 62/2003, de 30
de diciembre.

51 Sobre las funciones del director-conservador, véase Agustín GARCÍA URETA (1999:
597-600).

52 Véase el artículo 23.ter, apartado 5 (introducido por la Ley 62/2003, de 30 de diciem-
bre), en relación con el artículo 23.6 de la LCEN (modificado por la Ley 41/1997, de 5 de
noviembre).



2. El examen de este modelo organizativo por el TC:
el refuerzo de las competencias de las Comunidades Autónomas

El modelo organizativo de los parques nacionales expuesto en el apar-
tado precedente ha sido sometido a examen del TC en varias Sentencias re-
cientes, que han extendido el criterio general de rechazo a la gestión con-
junta, a los órganos concretos previstos para realizar la gestión de los
parques nacionales53.

2.1. El pronunciamiento del TC en relación con el Consejo
de la Red de Parques Nacionales: la constitucionalidad
del artículo 22.ter de la LCEN.

El Consejo de la Red de Parques Nacionales ha suscitado escasa con-
troversia en relación a las competencias autonómicas. De hecho, el ar-
tículo 22.ter de la LCEN, que regula este órgano, únicamente ha sido ob-
jeto de impugnación ante el TC por el Consejo de Gobierno de la Junta
de Andalucía, en el recurso de inconstitucionalidad presentado contra la
Ley 41/1997, en un aspecto muy concreto. Nos referimos a las funciones
atribuidas al Consejo, recogidas en el apartado segundo de este precep-
to54. Al respecto, el TC, en la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre,
considera que

«(...) teniendo en cuenta que la composición del órgano no ha
sido impugnada, que ninguna de las funciones que se le atri-
buyen tiene carácter decisorio y que ni siquiera condicionan
las que corresponda adoptar a las Comunidades Autónomas
competentes para la gestión de los parques, ninguna tacha
puede oponerse a que el legislador estatal haya creado un ór-
gano de cooperación en la materia, integrando los diversos in-
tereses en presencia y propiciando, en suma, que de dicho ór-
gano puedan surgir recomendaciones o propuestas sobre los
temas descritos que coadyuven a una mejor prestación de los
servicios de gestión por parte de las Comunidades Autóno-
mas» [FJ 14.a)].

LAS COMPETENCIAS ESTATALES Y AUTONÓMICAS SOBRE LOS PARQUES NACIONALES... LUCÍA CASADO CASADO

Revista de Administración Pública
268 ISSN: 0034-7639, núm. 172, Madrid, enero-abril (2007), págs. 255-292

53 En la Sentencia 331/2005, de 15 de diciembre, el TC considera constitucionales los
artículos 10, 11, 12 y 13 de la Ley del Parlamento de Andalucía 8/1999, de 27 de octubre,
del Espacio Natural de Doñana, que regulan el equipo de gestión, órgano encargado de la
administración y gestión de este espacio natural y, en consecuencia, el órgano encargado
de la gestión ordinaria del parque nacional en concordancia con las competencias normati-
vas de gestión que corresponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía en relación con
los parques nacionales de su territorio, sin que ello se oponga a ningún criterio concreto
inscrito en la competencia estatal básica.

54 Sobre las funciones del Consejo de la Red de Parques Nacionales, véase el apartado
V.1 de este trabajo.



2.2. El pronunciamiento del TC en relación con las comisiones mixtas
de gestión: la inconstitucionalidad del artículo 23 de la LCEN.

De acuerdo con la doctrina expuesta por el TC en torno a la gestión
compartida de los parques nacionales55, la Sentencia 194/2004, de 10 de
noviembre, ha declarado la inconstitucionalidad del artículo 2356 (regula-
dor de las comisiones mixtas de gestión) de la LCEN57, ya que

«(...) excede de la competencia básica del Estado (art. 149.1,
número 23, CE) y de sus facultades de coordinación o de coo-
peración, invadiendo con ello las competencias propias de las
Comunidades recurrentes en relación con estos espacios natu-
rales» [FJ 14.b)].

Y ello es así aun en el caso de las comisiones mixtas de gestión de los
parques nacionales supracomunitarios, ya que se trata de órganos encar-
gados de la gestión ordinaria y habitual del parque. Y ello transgrede el
criterio constitucional, de conformidad con el cual

«(...) la gestión centralizada sólo puede justificarse para aque-
llos casos concretos y excepcionales en los que la intervención
separada de las Comunidades Autónomas no evitara el frac-
cionamiento de las medidas y la consiguiente quiebra de la
normativa básica» [FJ 17.a)].

En definitiva,

«(...) el legislador estatal debió simplemente, con sustento en
las facultades de coordinación del Estado, instrumentar meca-
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55 Véase el apartado IV.3 de este estudio.
56 Téngase en cuenta que la redacción actual del artículo 23.4 de la LCEN no se corres-

ponde con la analizada por el TC en la Sentencia 194/2004, toda vez que la Ley 62/2003, de
30 de diciembre, en su artículo 126, apartado tercero, ha dado una nueva redacción a este
precepto. En la actualidad están pendientes de resolución varios recursos de inconstitucio-
nalidad contra la Ley 62/2003, de 30 de diciembre. A los efectos que aquí nos interesan, de
los recursos presentados, hay dos que impugnan precisamente el artículo 126 de esta Ley,
que es el que modifica la LCEN: el recurso 2004/2004, promovido por el Consejo de Go-
bierno de la Junta de Andalucía contra el artículo 126, en la medida en que da nueva re-
dacción a los artículos 22.3, 23.4 y 23.ter de la LCEN e introduce una nueva disposición
adicional 9.ª; y el recurso de inconstitucionalidad 2144/2004, promovido por el Gobierno
de Aragón contra el artículo 126.1, 2 y 3, que modifica los artículos 22.3, 23.4 y 23.ter de la
LCEN.

57 Igualmente, las Sentencias 35/2005 y 36/2005, de 17 de febrero, han declarado la in-
constitucionalidad del artículo 23.5.c) de la LCEN, que había sido modificado, con pos-
terioridad a la Ley 41/1997, por la Ley 15/2002, de 1 de julio. Véase el FJ 2.b) de ambas
Sentencias. Este mismo criterio se ha seguido en la Sentencia 32/2006, de 1 de febrero, en
la que el TC declara que son inconstitucionales los preceptos del Real Decreto 1760/1998,
de 31 de julio, que regulan las comisiones mixtas de gestión (art. 3, disposiciones adiciona-
les 1.ª y 7.ª —en el inciso «y las Comisiones Mixtas de Gestión de los mismos»—), así como
el Anexo I, apartado 3.



nismos que permitieran a las Comunidades Autónomas afec-
tadas realizar la gestión del parque en sus respectivos territo-
rios, integrando su actividad del modo que resulte más ade-
cuado» [FJ 17.a)]58.

2.3. El pronunciamiento del TC en relación con los patronatos:
la inconstitucionalidad de algunos apartados del artículo 23.bis
de la LCEN.

El TC se pronunció por vez primera sobre los patronatos en la Senten-
cia 102/1995, de 26 de junio, admitiendo la constitucionalidad del artículo
23 de la LCEN59. Este posicionamiento jurisprudencial ha sido objeto de
mayores concreciones en la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, a raíz
del análisis de la constitucionalidad del artículo 23.bis de la LCEN —susti-
tuto del anterior 23, tras la aprobación de la Ley 41/1997—. La redacción
de este precepto aportaba cambios significativos en la regulación de los
patronatos, al introducir importantes prescripciones organizativas, inexis-
tentes con anterioridad60. En esta Sentencia, el TC, en líneas generales,
considera ajustado al texto constitucional el diseño de los patronatos como
órgano necesario, integrado por las distintas Administraciones implicadas
y otras instituciones, asociaciones y organizaciones relacionadas con el
parque. Tampoco invadiría las competencias autonómicas la previsión de
que la representación estatal y autonómica en el patronato sea paritaria61.
Es más, para el Alto Tribunal, el patronato, configurado como órgano de
carácter exclusivamente deliberante y consultivo, constituye una instancia
adecuada para materializar la participación estatal en la gestión de los par-
ques nacionales a que aludía la Sentencia 102/199562. Y ello es así también
para el caso de los parques nacionales supraautonómicos (art. 23.bis.2 de
la LCEN)63. De igual manera, resulta constitucional la presencia en el pa-
tronato de los directores-conservadores, justificada por su propio come-
tido.

Por el contrario, sí se considera inconstitucional la regulación estatal
de aspectos atinentes a la organización interna de los patronatos —en los
apartados 3 y 5 del art. 23.bis de la LCEN—, organización que, como com-
petencia adjetiva a la competencia exclusiva en materia de «espacios natu-
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58 La aplicación de esta doctrina se ha mantenido en la Sentencia 81/2005, de 6 de
abril, que ha declarado la inconstitucionalidad del artículo 6 de la Ley 3/1999, de 11 de
enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada, cuyo apartado primero se
refiere a la comisión mixta de gestión de este espacio natural, y del artículo 9.3, que reite-
raba las prescripciones normativas contenidas en los apartados b) y c) del artículo 23.5 de
la LCEN, en la redacción dada por la Ley 41/1997. Véase el FJ 7.b) y c) de la Sentencia
81/2005, de 6 de abril.

59 Vid. la Sentencia 102/1995, FJ 22, in fine.
60 Vid. el apartado V.1 de este trabajo.
61 Véase el FJ 14.c) de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.
62 Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, FJ 14.c).
63 Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, FJ 17.b).



rales protegidos» de que gozaban las Comunidades Autónomas recurrentes
(Aragón y Andalucía), corresponde regular a ellas mismas64. Asimismo, se
tachan de inconstitucionalidad determinadas funciones de los patronatos;
concretamente, la aprobación de los planes sectoriales específicos [letra c)
del apartado 6 del art. 23.bis65] y el establecimiento de los criterios de prio-
ridad de los proyectos de actuación a realizar en el área de influencia so-
cioeconómica [letra g) del apartado 6 del art. 23.bis], por cuanto conllevan
medidas concretas de ejecución sustantiva o condicionan la misma, siendo
los patronatos órganos de carácter deliberante y consultivo.

Por su parte, la Sentencia 331/2005, de 15 de diciembre, ha declarado
constitucionales los artículos de la Ley del Parlamento de Andalucía
8/1999, de 27 de octubre, del Espacio Natural de Doñana, que regulan el
Consejo de participación (arts. 14, 15 y 1666), órgano de cooperación y pro-
puesta que integra a las Administraciones estatal, autonómica y local, a las
organizaciones y agentes sociales y económicos y a la comunidad científi-
ca, realizando las funciones propias de los patronatos, a los que es equipa-
rable, sin que la diferencia de denominación pueda constituir, en sí misma,
un reproche de constitucionalidad67.
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64 Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, FJ 14.c). Recogiendo el criterio sostenido
por el TC en la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, la Sentencia 81/2005, de 6 de
abril, que se pronuncia sobre la constitucionalidad de la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la
que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada, declara inconstitucionales los apartados
1 (último inciso), 2 [salvo sus letras a), b), c) y l)], 3 y 4 del artículo 7, que regulaba de ma-
nera exhaustiva y completa el patronato de este Parque (FJ 8). En esta Sentencia, el TC
admite el carácter básico de las representaciones estatal, autonómica y local, así como la
presencia del director-conservador, pero considera inconstitucionales las restantes repre-
sentaciones, pues «carecen de carácter básico y entran de lleno en el ámbito de la legislación
de desarrollo normativo de competencia autonómica». En idéntico sentido, la Sentencia
32/2006, de 1 de febrero, declara la inconstitucionalidad del artículo 4, apartado 1, en el in-
ciso «que, a efectos administrativos están adscritos al Ministerio de Medio Ambiente»;
apartado 2, epígrafes a), inciso «de los que, al menos, uno será miembro de la Comisión
Mixta de Gestión»; e), f), g), h), i) y k); apartado 3, apartado 4, apartado 5, apartado 6 y
apartado 7; y disposiciones adicionales 2.ª, 4.ª (inciso «y de las Comunidades Autónomas»),
5.ª y 6.ª; y Anexo II, apartado 7, epígrafes a), g), h), i), j), k), l), m), n), ñ) y o).

65 Nótese que a raíz de la modificación del artículo 23.bis.6.c) de la LCEN introducida
por la Ley 15/2002, de 1 de julio, ha desaparecido la función de aprobación de los planes
sectoriales específicos propuestos por la comisión mixta. En su nueva redacción, este apar-
tado recoge la simple función de informe sobre estos planes sectoriales específicos que
proponga la comisión mixta de gestión. En la Sentencia del TC 36/2005, de 17 de febrero,
se declara la constitucionalidad de este precepto, salvo el inciso «que le proponga la Comi-
sión Mixta de Gestión» [FJ 2.c)].

66 Con la salvedad del apartado 7 del artículo 16 (este apartado recoge como función
del Consejo de participación «aprobar los planes sectoriales que en su caso desarrollen el
plan rector de uso y gestión»), declarado inconstitucional en la Sentencia 331/2005, de 15
de diciembre [véase el FJ 10.b)]. En contra de este criterio, vid. el voto particular que for-
mula el Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez a esta Sentencia.

67 Vid. el FJ 10.b) de esta Sentencia.



2.4. El pronunciamiento del TC en relación con los directores-
conservadores: la inconstitucionalidad de los artículos 23.ter
de la LCEN y 6.2 de la Ley 3/1999, de 11 de enero.

Con carácter previo al análisis de la jurisprudencia constitucional en
relación a los directores-conservadores, debe ponerse de manifiesto que la
redacción actual del artículo 23.ter de la LCEN, objeto de controversia, no
se corresponde con la analizada por el TC en las Sentencias citadas, toda
vez que la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, en su artículo 126, apartado
tercero, ha dado una nueva redacción a este precepto. Teniendo en cuenta
esta circunstancia, se ha optado por realizar, en primer lugar, un examen
de los pronunciamientos del TC recaídos en estas Sentencias, conforme a
la entonces vigente redacción del artículo 23.ter. En segundo lugar, tam-
bién se hacen algunas consideraciones en torno a la constitucionalidad del
artículo 23.ter en su redacción actual, derivada de la Ley 62/2003, cuestión
sobre la cual el Alto Tribunal aún no se ha pronunciado, pero sobre la que
deberá hacerlo en un futuro próximo68.

En la Sentencia 194/2004, el TC ha declarado la inconstitucionali-
dad, en su totalidad, del artículo 23.ter de la LCEN (conforme a la re-
dacción dada por la Ley 41/1997, de 5 de noviembre), por contravenir
las competencias autonómicas. En la medida en que estamos en presen-
cia de la regulación de un órgano —el director-conservador— directa-
mente relacionado con la gestión de los parques nacionales, entiende
que se vulneran las competencias de ejecución autonómicas69. En efec-
to, los aspectos relativos al nombramiento deben corresponder a las Co-
munidades Autónomas. Y ello es así aun cuando se trate de parques na-
cionales supracomunitarios, por tratarse de una función ejecutiva, de
competencia autonómica70.

Posteriormente, en las Sentencias 35/2005 y 36/2005, el TC vuelve a
pronunciarse otra vez sobre el artículo 22.ter de la LCEN, en esta ocasión
sobre su apartado tercero, modificado por la Ley 15/2002, de 1 de julio,
por la que se declara el Parque Nacional Marítimo-Terrestre de las Islas
Atlánticas de Galicia. Tras esta modificación, este apartado disponía que:

«El nombramiento de Director-Conservador recaerá en un
funcionario de cualquier Administración pública. Una vez
nombrado, será adscrito, si no lo estuviera, al Organismo
Autónomo Parques Nacionales».

Al analizar este precepto, las Sentencias mencionadas, coherentes con
la doctrina mantenida en la anterior Sentencia 194/2004, a la que apelan,
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68 En la actualidad están pendientes de resolución varios recursos de inconstitucionali-
dad contra la Ley 62/2003, de 30 de diciembre. Véase la nota al pie 56.

69 Véase el FJ 14.d) de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.
70 Véase el FJ 17.c) de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.



declaran su inconstitucionalidad, por vulnerar las competencias autonó-
micas71.

Finalmente, en la Sentencia 81/2005, por idénticas razones a las man-
tenidas en las Sentencias citadas, el TC declara la inconstitucionalidad del
artículo 6 de la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el Parque Na-
cional de Sierra Nevada72. Este precepto atribuía el nombramiento del di-
rector-conservador de este Parque al Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía, previo acuerdo de la comisión mixta de gestión, de entre fun-
cionarios públicos, y establecía su adscripción al Organismo Autónomo
Parques Nacionales.

A partir del análisis de esta jurisprudencia constitucional, probable-
mente, el actual artículo 22.ter de la LCEN, que incorpora la redacción
dada por el apartado tercero del artículo 126 de la Ley 62/2003, de 30 de
diciembre, también será declarado inconstitucional. Este precepto regula
detalladamente el nombramiento del director-conservador (se prevé su de-
signación por acuerdo de la comisión mixta de gestión, su nombramiento
entre funcionarios de la Administración General del Estado o de las Comu-
nidades Autónomas implicadas, su incorporación al Organismo Autónomo
Parques Nacionales...), aspectos todos ellos que sobrepasan el ámbito de
actuación estatal, tratándose de aspectos directamente relacionados con la
gestión de los parques nacionales y que, en consecuencia, deben corres-
ponder a las Comunidades Autónomas. En cualquier caso, habrá que espe-
rar el pronunciamiento del TC.

VI. LA PLANIFICACIÓN DE LOS PARQUES NACIONALES

La planificación de los parques nacionales también ha desatado la con-
flictividad competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas. La
LCEN confiere una gran relevancia a los instrumentos de planificación
para «alcanzar los objetivos conservacionistas deseados»73 sobre los es-
pacios naturales protegidos. En su redacción originaria, esta Ley recogía,
entre los instrumentos de planificación de los recursos naturales, las Di-
rectrices para la Ordenación de los Recursos Naturales74, configuradas
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71 Véanse, respectivamente, los FF.JJ. 2.c) y 2.d) de las Sentencias 35/2005 y 36/2005,
de 17 de febrero.

72 Véase el FJ 7.b) de la Sentencia 81/2005, de 6 de abril.
73 Véase la Exposición de Motivos de la LCEN, párrafo octavo. Sobre la planificación

de los espacios naturales protegidos, véanse, entre otros, los trabajos de Justo GARCÍA NAVA-
RRO (2003), «Planificación y Gestión de Parques Naturales: conservación y disfrute», Revis-
ta Interdisciplinar de Gestión Ambiental, 52, págs. 15-34; Agustín GARCÍA URETA (1999); José
Vicente MEDIAVILLA CABO (2002), El régimen jurídico de los planes de ordenación de los recur-
sos naturales, Madrid, Montecorvo, y Antonio Alfonso PÉREZ ANDRÉS (1998), «Hacia la ra-
cionalización del uso de los recursos naturales: la planificación ambiental», Revista de De-
recho Urbanístico y Medio Ambiente, 165, págs. 143-188.

74 Las Directrices para la Ordenación de los Recursos Naturales, a las que, en todo
caso, deberán ajustarse los PORN que aprueben las Comunidades Autónomas, se regulan
en el artículo 8 de la LCEN, cuya constitucionalidad ha sido declarada por el TC en la Sen-
tencia 102/1995, de 26 de junio (FJ 13). Hasta el momento, estas Directrices no han llegado



materialmente como «el escalón superior de la planificación ecológica»75;
los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales —en adelante,
PORN—, cuya elaboración y aprobación debe ser previa a la declaración
de los Parques y Reservas76, y que deben ajustarse a las Directrices citadas;
y los Planes Rectores de Uso y Gestión —en adelante, PRUG77—, que cons-
tituyen el escalón inferior. Posteriormente, la Ley 41/1997, de 5 de noviem-
bre, ha introducido algunas modificaciones importantes por lo que respec-
ta a la planificación de los parques nacionales. Por un lado, ha creado una
nueva figura de ordenación, el Plan Director de la Red de Parques Na-
cionales. Y, por otro, ha modificado el artículo 19 de la LCEN, introducien-
do previsiones específicas sobre el contenido de los PRUG de los parques
nacionales. Precisamente, han sido estos dos instrumentos los que ha debi-
do examinar el TC, a raíz de la impugnación de la Ley 41/1997, de 5 de no-
viembre, y del planteamiento de un conflicto positivo de competencia fren-
te al Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre78.

1. El Plan Director de la Red de Parques Nacionales y los Planes Rectores
de Uso y Gestión de los Parques Nacionales: las previsiones de la LCEN
y del Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre

El Plan Director de la Red de Parques Nacionales constituye el instru-
mento básico de ordenación de la Red de Parques Nacionales79. Nace «con
la vocación de ser el instrumento a través del cual se fijen las líneas gene-
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a dictarse por el Gobierno central, lo que, en opinión de Blanca LOZANO CUTANDA (2005),
Derecho Ambiental Administrativo, 6.ª ed., Madrid, Dykinson, pág. 377, «se debe probable-
mente a las dificultades que plantea su establecimiento sin afectar a las competencias am-
bientales autonómicas, pero con ello se está perjudicando la necesaria coordinación de las ac-
tuaciones planificadoras regionales, dada la parquedad de las prescripciones sustantivas sobre
planificación ambiental contenidas en la LCEN».

75 Así lo establece el TC en la Sentencia 102/1995, de 26 de junio, FJ 13.
76 Artículo 15.1 de la LCEN. Sin embargo, el artículo 15.2 prevé que, de forma excep-

cional, podrán declararse Parques y Reservas sin la previa aprobación del PORN «cuando
existan razones que lo justifiquen y que se harán constar expresamente en la norma que los
declare». En estos casos deberá tramitarse en el plazo de un año, a partir de la declaración
de Parque o Reserva, el correspondiente PORN. Sobre esta cuestión, véase la Sentencia del
TC 163/1995, de 8 de noviembre. Según los datos proporcionados por José Antonio CORRA-
LIZA RODRÍGUEZ, Justo GARCÍA NAVARRO y Enrique VALERO GUTIÉRREZ DEL OLMO (2002), Los
Parques Naturales en España: conservación y disfrute, Madrid, Ediciones Mundi Prensa-
Fundación Alfonso Martín Escudero, pág. 74, de los 138 espacios que estaban declarados
en 1999 como Parque (12 parques nacionales y el resto parques naturales o figuras asimila-
bles), sólo 60 tenían PORN. Sobre los PORN, véanse los artículos 4 a 7 de la LCEN. En la
doctrina, puede consultarse, por todos, el trabajo de Agustín GARCÍA URETA (1999: 338-433).

77 Los PRUG se regulan en el artículo 19 de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997,
de 5 de noviembre. Véase al respecto, por todos, el trabajo de Agustín GARCÍA URETA (1999:
433-447).

78 En Sentencias anteriores, el TC también se había pronunciado sobre los PORN, re-
conociendo a las Comunidades Autónomas la competencia para su elaboración y aproba-
ción, con rango legal o reglamentario, con el consiguiente desapoderamiento estatal en la
materia. Véanse las Sentencias 102/1995, FJ 13, y 306/2000, FJ 7. Vid. también, sobre esta
cuestión, las Sentencias 194/2004, FJ 19, y 331/2005, FF.JJ. 12 y 13.b).

79 Artículo 22.bis.1, introducido por la Ley 41/1997, de 5 de noviembre.



rales de actuación de la Red de Parques Nacionales» y «debe servir de pau-
ta para la redacción de los Planes Rectores de Uso y Gestión, instrumentos
de probada eficacia»80. Este Plan, cuya vigencia mínima debe ser de cinco
años y máxima de diez, tendrá el carácter de directrices a los efectos del
artículo 8.1 de la LCEN (este precepto se refiere a las Directrices para la
Ordenación de los Recursos Naturales) y debe ser elaborado por el Orga-
nismo Autónomo Parques Nacionales en el plazo de un año a partir de la
entrada en vigor de la Ley 41/1997, correspondiendo su aprobación al Go-
bierno, a propuesta del Ministerio de Medio Ambiente, previo informe del
Consejo de la Red de Parques Nacionales81.

La aprobación del Plan Director de la Red de Parques Nacionales se ha
producido mediante el Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre, inte-
grado por tres artículos, una disposición adicional, una disposición transi-
toria y otra final, y también por un Anexo en el que se recoge propiamente
el Plan Director. Este Plan tiene una vigencia de siete años (art. 2) y su
contenido goza del «carácter de directrices para la ordenación de los re-
cursos naturales, a los efectos establecidos en los artículos 8.1 y 22.bis.2 de
la Ley 4/1989, de 27 de marzo» (art. 3).

En cuanto a los PRUG, su existencia resulta obligada en todos los par-
ques y, por lo tanto, también en los parques nacionales. La LCEN atribuía
la competencia para su aprobación a la Comunidad Autónoma correspon-
diente o a la Administración General del Estado en el caso de los parques
nacionales ubicados en el territorio de más de una Comunidad, previo
acuerdo favorable de la comisión mixta de gestión, encargada de su elabo-
ración82. Estos PRUG, que prevalecen sobre el planeamiento urbanístico83

y que tendrán una vigencia máxima de seis años84, deben ajustarse a las di-
rectrices establecidas en el Plan Director de la Red de Parques Naciona-
les85 y desarrollarse a través de los planes anuales de trabajos e inversiones
y, cuando la entidad de las actuaciones a realizar lo requiera, a través de
los planes sectoriales específicos86. En su procedimiento de elaboración,
serán preceptivos un período de información pública y el informe del pa-
tronato del parque nacional87.
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80 Véase la Exposición de Motivos de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre, párrafo sépti-
mo. En relación al contenido mínimo de este Plan, véase el artículo 22.bis de la LCEN.

81 Véase la disposición adicional 2.ª de la Ley 41/1997, de 5 de noviembre.
82 Véase el artículo 19.1 y 3 de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997, de 5 de no-

viembre. El apartado 3 de este precepto también ha sido modificado por la Ley 15/2002, de
1 de julio.

83 Así lo prevé el artículo 19.2 de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997, de 5 de no-
viembre.

84 Artículo 19.6 de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997, de 5 de noviembre, que
también prevé la revisión de estos planes «al final del período, o antes si fuese necesario».

85 Artículo 19.4 de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997, de 5 de noviembre. Este
mismo precepto fija el contenido mínimo de los PRUG de los parques nacionales.

86 Artículo 19.5, párrafo segundo, de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997, de 5 de
noviembre.

87 Artículo 19.5, párrafo primero, de la LCEN, modificado por la Ley 41/1997, de 5 de
noviembre.



2. El examen de la planificación de los parques nacionales por el TC:
el progresivo vaciamiento de las competencias estatales

Tanto la regulación de los PRUG de los parques nacionales como el
propio Plan Director de la Red de Parques Nacionales han sido analizados
por el TC, con el fin de determinar su adecuación a la CE.

2.1. El examen de los Planes Rectores de Uso y Gestión:
la inconstitucionalidad de determinados incisos
de los apartados 1, 3 y 7 del artículo 19 de la LCEN.

La impugnación por parte de las Comunidades Autónomas que presen-
taron el recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 41/1997, de 5 de no-
viembre, en relación a los PRUG se fundamentaba en cuatro objeciones.
En primer lugar, se cuestionaba su aprobación por la Administración Ge-
neral del Estado en el caso de parques nacionales supracomunitarios (art.
19.1 y 3). En segundo lugar, que su aprobación por la Comunidad Autóno-
ma en los parques nacionales intracomunitarios requiriese el previo acuer-
do favorable de la comisión mixta de gestión (art. 19.3). En tercer lugar, la
necesidad de que el patronato informase dicho Plan (art. 19.5). Y, por últi-
mo, también se rechazaba que todo proyecto de obra, trabajo o aprovecha-
miento que no figurase en el PRUG debiera ser autorizado por la comisión
mixta de gestión (art. 19.7). El TC se ha pronunciado sobre todas estas
cuestiones en la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre. En relación a las
dos primeras, considera que

«(...) han de ser las Comunidades Autónomas competentes
quienes, al igual que para los parques intracomunitarios,
aprueben dichos planes, previa articulación por el Estado de
los mecanismos e instrumentos de coordinación y coope-
ración que sean necesarios para alcanzar este objetivo»
[FJ 20.a)]88.

Respecto a la tercera cuestión, el TC entiende que la intervención del
patronato, a través de un informe preceptivo, en el proceso de elaboración

LAS COMPETENCIAS ESTATALES Y AUTONÓMICAS SOBRE LOS PARQUES NACIONALES... LUCÍA CASADO CASADO

Revista de Administración Pública
276 ISSN: 0034-7639, núm. 172, Madrid, enero-abril (2007), págs. 255-292

88 Por ello, el TC ha declarado inconstitucionales los incisos «salvo en lo establecido en
el apartado 3 para los Parques Nacionales», del artículo 19.1 de la LCEN, y «o por la Admi-
nistración General del Estado en el caso de Parques Nacionales ubicados en el territorio de
más de una Comunidad, previo acuerdo favorable de la Comisión Mixta de Gestión», del
artículo 19.3 de la LCEN. Asimismo, el último inciso del artículo 19.3 de la LCEN («Trans-
currido un año desde el acuerdo de la Comisión Mixta de elevación para su aprobación y,
en caso de no haberse producido ésta, el Gobierno podrá, a propuesta del Ministerio de
Medio Ambiente, proceder a su aprobación») de la LCEN, añadido por la Ley 15/2002, de 1
de julio, también ha sido declarado inconstitucional por el TC en las Sentencia 35/2005 y
36/2005, de 17 de febrero, toda vez que el Estado no puede sustituir a las Comunidades Au-
tónomas en el ejercicio de competencias propias [véase el FJ 2.a) de estas Sentencias].



de los PRUG es conforme con la CE, por lo que el artículo 19.5 de la LCEN
es constitucional89.

En cuanto a la intervención aprobatoria de la comisión mixta de ges-
tión de los proyectos de obras, trabajos y aprovechamientos que no figuren
en el PRUG o en sus revisiones, y que se considere necesario llevar a cabo
—prevista en el art. 19.7 de la LCEN—, el TC interpreta que es inconstitu-
cional,

«(...) con el matiz de que la vulneración se limita a la inter-
vención preceptiva de la Comisión Mixta, pues el resto de la
regulación contiene una prescripción normativa materialmen-
te básica por enderezarse a la mejor conservación del espacio
natural» [FJ 20.c)]90.

2.2. El examen del Plan Director de la Red de Parques Nacionales.

El TC se ha pronunciado sobre el Plan Director de la Red de Parques
Nacionales en dos Sentencias recientes: la 194/2004, de 10 de noviembre, y
la 101/2005, de 19 de abril91.

A) La Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre: la constitucionalidad
de las previsiones de la LCEN y de la Ley 41/1997.

En la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre, el TC ha tenido ocasión
de realizar algunas consideraciones en torno al Plan Director de la Red de
Parques Nacionales, al hilo del examen de constitucionalidad de los artícu-
los 22.bis.2 y 22.ter.2.a) de la LCEN (en la redacción dada por la Ley
41/1997) y de la disposición adicional 2.ª de la Ley 41/1997.

En relación a la atribución al Plan Director del carácter de «directri-
ces» por parte del artículo 22.bis.2 de la LCEN, con el alcance que a las
mismas otorga el artículo 8.1 de esta misma Ley, el Alto Tribunal parte
de que:

«El Plan director de la red de parques nacionales es una figura
de nuevo cuño, introducida por la Ley 41/1997, y que se confi-
gura como el más elevado instrumento planificador de todos
los parques nacionales existentes en el territorio nacional. Es
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89 FJ 20.b).
90 Vid. también la Sentencia 331/2005, que declara constitucionales los artículos 30 a

32 de la Ley andaluza 8/1999, del Espacio Natural de Doñana, que regulan el PRUG de este
espacio [FJ 13.c)].

91 Véase el comentario de esta Sentencia realizado por Fernando DE ROJAS MARTÍNEZ-
PARETS (2006), «La Sentencia del Tribunal Constitucional 101/2005, sobre el Real Decreto
1803/1999, por el que se aprueba el plan director de la Red de Parques Nacionales», Revista
Aranzadi de Derecho Ambiental, 9, págs. 191-196.



por ello claro que, en principio, cabe otorgar carácter básico a
un instrumento como éste, que tiene una finalidad conserva-
cionista de primera magnitud, cuyos objetivos, regulados en el
apartado 1 del mismo artículo, no han sido impugnados y en
cuya elaboración participa el Consejo de la red de parques na-
cionales, “órgano colegiado de carácter consultivo” en el que
participan las Comunidades Autónomas (art. 22.ter.1), el cual
tampoco ha merecido tacha alguna de inconstitucionalidad
por parte de los recurrentes» [FJ 20.d)]92.

Teniendo en cuenta lo anterior, confirma el carácter básico de un ins-
trumento planificador como el Plan Director, con el carácter de directri-
ces93, dejando a salvo las impugnaciones que pudieran merecer, en su caso,
los aspectos concretos de su contenido. De este modo, el Tribunal deja
abierta la posibilidad de que las prescripciones normativas concretas del
Plan Director puedan exceder del carácter básico, invadiendo así las com-
petencias autonómicas.

Asimismo, el TC considera plenamente constitucionales el artículo
22.ter.2, que prevé el informe del Consejo de la Red de Parques Nacionales
sobre el Plan Director, ya que

«(...) el informe que aquél emita no tiene dimensión decisoria
o aplicativa y se proyecta sobre un instrumento planificador
de carácter básico» [FJ 20.e)],

y la disposición adicional 2.ª de la Ley 41/1997, que determinaba el plazo
de un año a partir de su entrada en vigor para la elaboración por el Orga-
nismo Autónomo Parques Nacionales del Plan Director94.

B) La Sentencia 101/2005, de 19 de abril: la inconstitucionalidad
de determinados preceptos del Plan Director de la Red de Parques
Nacionales.

El TC, en la Sentencia 101/2005, de 19 de abril, ha vuelto a pronunciar-
se sobre el Plan Director de la Red de Parques Nacionales, en esta ocasión
con motivo del examen de aspectos concretos de su contenido, recogido en
el Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre. En primer lugar, ha decla-
rado la constitucionalidad de los artículos 1, 2 y 3 del Real Decreto
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92 En idéntico sentido, véase la Sentencia 101/2005, de 19 de abril [FJ 5.a) y b)].
93 En opinión de José Luis BERMEJO LATRE y Víctor ESCARTÍN ESCUDÉ (2006: 187), «la

competencia estatal recogida en el artículo 8.1 de la LEN no debería entenderse agotada con la
aprobación del Plan Director de la Red de Parques Nacionales, pudiendo llegar, incluso, a la
aprobación de un Plan Nacional para la ordenación de los recursos naturales; posibilidad que
el propio Tribunal admitió como constitucional en su STC 102/1995, adoptando como punto
de partida la naturaleza normativa de los instrumentos de planificación ambiental y de cómo
éstos pueden entrar a formar el concepto de legislación básica estatal».

94 Véase el FJ 20.f) de la Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre.



1803/1999, de 26 de noviembre, toda vez que no vulneran las competencias
autonómicas. Efectivamente, los artículos 1 y 3, respectivamente, declaran
la aprobación del Plan Director y fijan su cobertura constitucional, sin ma-
yor precisión normativa, por lo que de su propio tenor literal no se deriva
exceso alguno. En cualquier caso, dicho exceso podrá atribuirse al Plan Di-
rector aprobado, en la medida en que se aprecie así en sus prescripciones
normativas95. En cuanto al artículo 2, que fija la vigencia del Plan en siete
años, tampoco constituye una infracción de la normativa básica96.

En segundo lugar, el TC ha analizado el Anexo del Real Decreto
1803/1999, que contiene el Plan Director de la Red de Parques Nacionales,
parcialmente impugnado. La Junta de Andalucía imputaba a este Plan tres
motivos de infracción del orden constitucional de competencias, uno de
índole formal y dos de carácter sustantivo. Formalmente, se atribuía al
Plan la falta de cobertura constitucional expresa, motivo que ha sido des-
cartado por el TC, pues la incardinación competencial contenida en el
artículo 3 del Real Decreto 1803/1999 se predica explícitamente del Plan
Director (al Plan, como hemos señalado, se le atribuye el carácter de direc-
trices para la ordenación de los recursos naturales)97.

En cuanto a la primera objeción de carácter sustantivo, que se concre-
taba en el rechazo de que el Gobierno pudiese aprobar el Plan Director y
atribuirle el carácter de «directrices», esto es, de norma básica, el TC con-
sidera plenamente constitucional esta previsión, si bien deja abierta la po-
sibilidad de que las determinaciones normativas concretas del Plan Direc-
tor puedan exceder de la competencia básica del Estado y sean, por ello,
impugnadas98.

El segundo motivo de orden sustantivo se centra en impugnaciones re-
lativas a apartados concretos del Plan Director de la Red de Parques Na-
cionales. En este punto, el TC ha entrado a analizar si los mismos exceden
de la competencia estatal básica en materia de «protección del medio am-
biente» (art. 149.1.23 CE). Del examen de las determinaciones normativas
concretas del Plan Director que se realiza en la Sentencia 101/2005 se des-
prenden dos ideas principales. En primer lugar, el TC considera que deben
entenderse incluidos dentro de la competencia estatal básica sobre protec-
ción del medio ambiente aquellos contenidos del Plan que, con la debida
amplitud, fijan los criterios básicos que resulten necesarios para preservar
la riqueza ecológica y los valores naturales de los parques nacionales y úni-
camente imponen límites al ejercicio de determinadas actividades. Desde
esta perspectiva, se consideran constitucionales, por no exceder del ámbito
de lo básico, aquellos apartados que presentan un contenido meramente
programático y genérico, relativo a las medidas que han de adoptarse en
diversas áreas o segmentos de la actividad administrativa para alcanzar la
efectividad del Plan; contienen prohibiciones de alcance conservacionista
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95 FJ 6 de la Sentencia 101/2005, de 19 de abril.
96 Vid. el FJ 6 de la Sentencia 101/2005, de 19 de abril.
97 Véase el FJ 7 de la Sentencia 101/2005, de 19 de abril.
98 Véase el FJ 7 de la Sentencia 101/2005, de 19 de abril.



o criterios protectores de las especies y comunidades a través de medidas
razonables y de carácter general, susceptibles de ser desarrolladas por las
Comunidades Autónomas; definen las actividades extraordinarias a desa-
rrollar en los parques nacionales y su prohibición en caso de peligro y esta-
blecen criterios generales para compatibilizar el disfrute del visitante y la
conservación de los valores de los parques; se refieren a la investigación
que pueda realizarse en los parques nacionales99; incluyen directrices en
relación con las explotaciones y con los aprovechamientos y usos tradicio-
nales100; establecen limitaciones respecto a la actividad constructiva de
instalaciones, infraestructuras y edificios; contienen directrices de organi-
zación, imagen y coordinación administrativa; establecen la zonificación
de los parques nacionales, describiendo el específico nivel de protección de
cada zona; prevén actuaciones generales y de consolidación de la Red den-
tro de la política nacional de conservación de la naturaleza; establecen me-
canismos de conservación de los valores naturales contenidos en la Red de
Parques Nacionales; crean el Centro Nacional de Interpretación de la Red
de Parques Nacionales y una central de información y reservas en materia
de servicios de uso público en los parques nacionales, con carácter com-
plementario a las instalaciones de cada parque nacional; contemplan la
creación de un comité científico especializado para el apoyo y asesora-
miento en las decisiones de parques nacionales que así lo requieran y el es-
tablecimiento de un centro de documentación y de un banco de datos rela-
tivos a todos los parques; recogen fuentes financieras y criterios de
distribución; e incluyen medidas de evaluación y seguimiento del Plan Di-
rector101.

En segundo lugar, el TC niega la competencia estatal para establecer
regulaciones positivas de actividades correspondientes a materias de com-
petencia autonómica, más allá del establecimiento de límites a la regula-
ción de estas actividades sectoriales. Desde esta perspectiva, ha negado el
carácter básico y ha declarado que vulneran las competencias de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía el epígrafe 3, letras a), b), j) —último inci-
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99 Sentencia 101/2005, de 19 de abril, FJ 9.c). Se consideran inconstitucionales, en
cambio, los epígrafes 4.d), segundo inciso, y f) del apartado 3 del Plan Director de la Red
de Parques Nacionales («Directrices generales para la gestión coordinada de la red»).

100 Sentencia 101/2005, de 19 de abril, FJ 9.d). El TC entiende que estas directrices en
relación con las explotaciones y con los aprovechamientos y usos tradicionales encajan en
el ámbito de la legislación básica del artículo 149.1.23 de la CE y no vulneran las compe-
tencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía sobre recursos hidráulicos, caza, pesca
fluvial y pesca en aguas interiores, marisqueo, etc., aun cuando las limiten, dado el posible
mayor detalle de las normas básicas en esta materia. En su opinión, establecen límites que
no son irrazonables y no vacían las competencias de Andalucía, que puede imponer condi-
ciones más estrictas. En cambio, el Magistrado don Roberto García-Calvo y Montiel, en el
voto particular formulado a la Sentencia 101/2005, considera que el párrafo b) del epígrafe
5 del apartado 3 del Plan Director, que establece con carácter general la prohibición de
caza y pesca en los parques nacionales, al declarar dichas actividades incompatibles con
los objetivos y finalidades de dichos espacios, vulnera las competencias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, al producir un vaciamiento de la competencia sectorial autonómi-
ca en materia de caza y pesca continental en el ámbito de los parques nacionales.

101 Véanse los FF.JJ. 8; 9.a), b), c), d), e) y f); 10.a); 11.a), b), c), e) y h); 12 y 13 de la
Sentencia 101/2005, de 19 de abril.



so— y l), del apartado 3 del Plan Director, que establecen algunas directri-
ces en relación con el uso público y atención al visitante; el epígrafe 4.d)
—segundo inciso— y f) del apartado 3, en relación con la investigación; los
epígrafes 4, 5, 6 y 7 del apartado 4, que recogen, respectivamente, el conte-
nido y el proceso de elaboración de los PRUG, la elaboración de los planes
sectoriales y el modo concreto de llevar a la práctica la planificación que
corresponde realizar a la Comunidad Autónoma; las letras a), b), c) y f) del
epígrafe 3 del apartado 5, que contienen previsiones sobre el uso público
de los parques nacionales; el epígrafe 4 del apartado 5, relativo a la estrate-
gia de comunicación, los programas de voluntariado y el patrocinio y me-
cenazgo en los parques nacionales; el epígrafe 5.a) y c) del apartado 5, que
establecen un programa de investigación para toda la Red en colaboración
con la comunidad científica, así como la previsión de elaboración de un
atlas para cada parque, con exclusión de la participación autonómica; el
epígrafe 6 del apartado 5, que recoge medidas de desarrollo sostenible e in-
tegración social, no encuadrables, en opinión del TC, en la materia «medio
ambiente»; el epígrafe 8 del apartado 5, que recoge medidas para lograr
una imagen coherente, característica y propia de la Red de Parques Na-
cionales; el epígrafe 9 del apartado 5, letras a) y c), que contienen prescrip-
ciones encaminadas a la mejor preparación del personal encargado de la
gestión de los parques y de las estructuras administrativas de las que dicho
personal forma parte; y el apartado 8, que incluye medidas de ejecución,
vigencia y revisión del Plan102.

De lo anteriormente expuesto, se desprende que el TC únicamente con-
sidera que tienen carácter de legislación básica sobre protección del medio
ambiente aquellos contenidos del Plan Director que constituyen medidas de
protección ambiental en sentido estricto y que, aunque afectan transversal-
mente a determinadas competencias autonómicas mediante el estableci-
miento de límites puntuales de las actividades perjudiciales para el parque,
no realizan una regulación sustantiva que vaya más allá de las atribuciones
estatales. En definitiva, el Estado es competente para establecer limitacio-
nes específicas de las actividades que puedan realizarse en los parques na-
cionales, así como mecanismos de coordinación o de cooperación. Se trata,
por tanto, de una regulación típicamente transversal, característica de la
materia «medio ambiente», la cual se configura como un límite proteccio-
nista respecto de otras actividades sectoriales, de competencia autonómica,
tales como la ordenación del territorio; la caza, pesca fluvial, lacustre y ma-
rítima en aguas interiores; marisqueo; turismo, ocio y tiempo libre; desa-
rrollo comunitario; investigación, o actividades constructivas. Ahora bien,
el Estado tiene vedada la posibilidad de realizar regulaciones positivas so-
bre materias sectoriales de competencia autonómica.
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102 Véanse los FF.JJ. 9.b) y d); 10.b), c), d) y e); 11.c), d), e), f), g) y h); y 14 de la Senten-
cia 101/2005, de 19 de abril.



VII. LA FINANCIACIÓN DE LOS PARQUES NACIONALES

La financiación de los parques nacionales ha sido otra de las cuestio-
nes que ha desatado la conflictividad entre el Estado y las Comunidades
Autónomas en torno a estos espacios.

1. Las previsiones de la LCEN: la financiación conjunta entre el Estado
y las Comunidades Autónomas de los parques nacionales

La LCEN, en su redacción originaria, no incorporó previsiones especí-
ficas en relación a la financiación de los parques nacionales. Sin embargo,
la Ley 41/1997, de 5 de noviembre, introdujo un sistema de cofinanciación
de estos espacios naturales. Para ello, modificó el artículo 22 de la LCEN y,
en su apartado tercero —en el párrafo segundo—, estableció que los par-
ques nacionales serían financiados con cargo a los Presupuestos Generales
del Estado y, previo acuerdo con las Comunidades Autónomas afectadas,
con las aportaciones de los recursos presupuestarios que éstas realicen.
Además, en su disposición adicional 1.ª, la Ley 41/1997, de 5 de noviembre,
disponía que:

«En el plazo de dieciocho meses a partir de la entrada en vi-
gor de esta Ley se suscribirá el correspondiente acuerdo de
financiación entre el Estado y las Comunidades Autónomas
en cuyo ámbito territorial se encuentre ubicado un Parque
Nacional, para dar cumplimiento a lo establecido en el ar-
tículo 22.3 de la Ley 4/1989».

Posteriormente, el artículo 22.3 de la LCEN ha vuelto a ser modificado
por el artículo 126.uno de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social. En su apartado segundo, este
precepto dispone que:

«Los Parques Nacionales serán financiados con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado, a través del organismo
autónomo Parques Nacionales y, previo acuerdo con las Co-
munidades Autónomas afectadas, con las aportaciones que
éstas realicen para dicha financiación en el presupuesto del
organismo autónomo Parques Nacionales».

Por su parte, el artículo 22.quáter de la LCEN, introducido por la Ley
41/1997, establece que la Administración General del Estado y las Admi-
nistraciones autonómicas podrán conceder ayudas técnicas, económicas y
financieras en las áreas de influencia socioeconómica103 de los parques na-
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cionales, con la finalidad de promocionar el desarrollo sostenible de las
poblaciones que cuenten en su territorio con dichos espacios naturales
protegidos. Dichas ayudas se regulaban en el Real Decreto 940/1999, de 4
de junio, por el que se aprueba el Reglamento sobre la determinación y
concesión de subvenciones públicas estatales en el área de influencia so-
cioeconómica de los parques nacionales, desde una perspectiva que res-
pondía al modelo de gestión compartida de los citados espacios estableci-
do por la Ley 41/1997. Así, la tramitación y resolución de dichas ayudas
correspondía al Organismo Autónomo Parques Nacionales y la interven-
ción autonómica se canalizaba, sustancialmente, a través de las comisio-
nes mixtas de gestión, el Consejo de la Red de Parques Nacionales y los pa-
tronatos. Recientemente, este Reglamento ha sido derogado por el Real
Decreto 1229/2005, de 13 de octubre, por el que se regulan las subvencio-
nes públicas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado en las
áreas de influencia socioeconómica de los parques nacionales. Este Real
Decreto regula con carácter básico —al amparo de lo dispuesto en el ar-
tículo 149.1.13 y 23 de la CE— el objeto de las subvenciones, los posibles
beneficiarios, las iniciativas susceptibles de recibir tales ayudas y los crite-
rios de valoración mínimos que deben tenerse en cuenta en su concesión.
En este nuevo marco normativo, la financiación de las subvenciones co-
rresponde al Ministerio de Medio Ambiente, a través del Organismo Autó-
nomo Parques Nacionales, pero son las Comunidades Autónomas con par-
ques nacionales en su territorio las encargadas de la tramitación y
resolución de los correspondientes procedimientos.

2. La Sentencia 194/2004, de 10 de noviembre: la declaración
de inconstitucionalidad del sistema de cofinanciación
de los parques nacionales establecido por la LCEN

El TC, en la Sentencia 194/2004, ha realizado el examen de constitucio-
nalidad del sistema de financiación de los parques nacionales. Para ello, en
primer lugar, ha descartado la aplicación a este supuesto de la doctrina
constitucional acerca de las potestades de gasto de los poderes públicos y
su estrecha conexión con las competencias sustantivas que se ostenten en
la materia de que se trate, de acuerdo con la cual no existe una competen-
cia subvencional diferenciada resultante de la potestad financiera del Esta-
do. Partiendo de este presupuesto, considera que la doctrina constitucional
aplicable es la contenida en la Sentencia 128/1999, de 1 de julio, en la cual
el TC estimó que:

«La autonomía financiera de las Comunidades Autónomas se
configura como una garantía que exige la plena disposición de
medios financieros para poder ejercer sin condicionamientos
indebidos y en toda su extensión, las competencias propias, en
especial las que se configuran como exclusivas (STC 201/1988,
FJ 4). Este criterio se reiteró en las SSTC 96/1990, FJ 14,
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13/1992, FJ 7 y 237/1992, FJ 6 (...) Y en la STC 68/1996, FJ 10,
dijimos que el principio de autonomía financiera de las Comu-
nidades Autónomas en su vertiente de gasto, no entraña sólo la
libertad de sus órganos de gobierno en cuanto a la fijación del
destino y orientación del gasto público, sino también para la
cuantificación y distribución del mismo dentro del marco de
sus competencias (STC 13/1992, FJ 7)» (FJ 8).

Considerando esta doctrina, el TC, en la Sentencia 194/2004, declara la
inconstitucionalidad del artículo 22.3 de la LCEN y de la disposición adi-
cional 1.ª de la Ley 41/1997, relativos a la financiación de los parques na-
cionales104.

Sin embargo, no se ha declarado inconstitucional por la Sentencia
101/2005, de 19 de abril, el apartado 6 del Anexo del Real Decreto 1803/
1999, de 26 de noviembre, por el que se aprueba el Plan Director de la Red
de Parques Nacionales, que se refiere a la financiación —y criterios de dis-
tribución— de dicho Plan. En esta ocasión, el TC aduce que

«(...) ahora no se regula la financiación de la gestión ordinaria
y habitual de los parques nacionales, ni tampoco se impone
cofinanciación autonómica alguna, sino que tan sólo se prevé
que, “con cargo a los Presupuestos Generales del Estado se
asignarán las cuantías precisas en el presupuesto de gastos del
Organismo Autónomo Parques Nacionales al objeto de ase-
gurar el cumplimiento del presente Plan Director”. Nos encon-
tramos, pues, ante una decisión normativa de financiación
exclusivamente estatal de una medida, como es el estableci-
miento del Plan Director, que es de la indudable competencia
del Estado, lo que posibilita que el Estado canalice fondos
para la financiación de medidas de su competencia» (FJ 12).

En consecuencia, en la medida en que el Plan Director se sitúa bajo la
cobertura del artículo 149.1.23 de la CE, resulta perfectamente constitu-
cional que el Estado destine fondos para favorecer su aplicación, máxime
cuando respeta la doctrina constitucional conforme a la cual dichos fon-
dos han de repartirse territorialmente entre las Comunidades Autónomas
según criterios objetivos. No se produce, por tanto, la vulneración de la
autonomía financiera de las Comunidades Autónomas, que habrán de re-
cibir los fondos correspondientes, tras la previa operación de territoriali-
zación que recoge el citado Plan, para hacer efectiva en los parques na-
cionales de su territorio su aplicación. Ahora bien, las Comunidades
Autónomas podrán, si así lo deciden en ejercicio de su autonomía política
y de gasto, destinar fondos propios complementarios para la mejor ges-
tión de sus parques.

LAS COMPETENCIAS ESTATALES Y AUTONÓMICAS SOBRE LOS PARQUES NACIONALES... LUCÍA CASADO CASADO

Revista de Administración Pública
284 ISSN: 0034-7639, núm. 172, Madrid, enero-abril (2007), págs. 255-292

104 Véase la Sentencia 194/2004, FJ 22.



3. La continuidad de esta línea jurisprudencial: las Sentencias 81/2005,
de 6 de abril, y 331/2005, de 15 de diciembre

El TC ha vuelto a tener ocasión de resolver cuestiones relacionadas con
la financiación de los parques nacionales en la Sentencia 81/2005, de 6 de
abril, al hilo del examen de constitucionalidad de la Ley 3/1999, de 11 de
enero, por la que se crea el Parque Nacional de Sierra Nevada. Esta Ley re-
cogía aspectos relacionados con la financiación en sus artículos 3 y 8, que
constituían una mera aplicación a este Parque del sistema general de fi-
nanciación de los parques nacionales que habían previsto el artículo 22.3
de la LCEN y la disposición adicional 1.ª de la Ley 41/1997. El TC, en la
Sentencia 81/2005, declara la inconstitucionalidad del artículo 8 de la Ley
3/1999, de 11 de enero, dada la necesidad de que las Comunidades Autóno-
mas tengan la plena disposición de los fondos necesarios para ejercer sus
competencias. Sólo así queda garantizada su autonomía financiera105.

Por su parte, el artículo 3 de la Ley 3/1999, de 11 de enero, se refiere al
área de influencia socieconómica del Parque Nacional de Sierra Nevada.
En sus apartados primero y segundo delimita este área, previendo el otor-
gamiento de las ayudas correspondientes, por remisión a los artículos
18.2106 y 22.quáter de la LCEN107. Sin embargo, es el apartado tercero el
que aporta una innovación normativa en relación a lo establecido en la
LCEN y el que constituye el objeto de la controversia resuelta por la Sen-
tencia 81/2005. Su contenido es el siguiente:

«Al objeto de asegurar un desarrollo sostenible para la co-
marca y mejorar la calidad de vida de sus residentes, las Ad-
ministraciones públicas interesadas elaborarán, coordinada-
mente, un plan de desarrollo sostenible, que deberá ser
aprobado por el Gobierno mediante Real Decreto».

Al hilo del análisis de la constitucionalidad de este apartado del artícu-
lo 3 —que nada tiene que ver, en opinión del Tribunal, con la financiación
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105 Véase el FJ 9 de la Sentencia 81/2005, de 6 de abril.
106 El artículo 18.2 de la LCEN prevé la posibilidad de establecer áreas de influencia

socioeconómica, con especificación del régimen económico y compensación adecuada al
tipo de limitaciones, con el fin de contribuir al mantenimiento de los espacios naturales
protegidos, y compensar socioeconómicamente a las poblaciones afectadas. Estas áreas es-
tarán integradas por el conjunto de los términos municipales donde se encuentre ubicado
el espacio natural de que se trate y su zona periférica de protección.

107 Este precepto, introducido por la Ley 41/1997 y modificado por la Ley 15/2002, pre-
vé que, en el ámbito de los parques nacionales, y con la finalidad de promocionar el desa-
rrollo sostenible de las poblaciones que cuenten en su territorio con estos espacios, la Ad-
ministración General del Estado y las Administraciones autonómicas podrán conceder
ayudas técnicas, económicas y financieras en las áreas de influencia socioeconómica de los
mismos, destinadas, en general, a potenciar aquellas actividades que tiendan a mejorar la
calidad de vida de la comarca. La Ley, sin embargo, no prefija ni impone la vía o procedi-
miento al cual han de sujetarse las Administraciones públicas interesadas para articular
sus propios planes de actuación.



general y ordinaria del Parque Nacional de Sierra Nevada, analizada en re-
lación al artículo 8—, el TC considera que no vulnera las competencias de
la Comunidad Autónoma de Andalucía la elaboración coordinada por las
Administraciones públicas interesadas de un plan de desarrollo sostenible
aprobado por el Gobierno. Antes bien, la instrumentación conjunta de un
plan por el Estado y las Comunidades Autónomas responde al posible al-
cance de dicho plan como instrumento de coordinación. Ahora bien, el TC
exige el cumplimiento de dos requisitos para que no se vulneren las com-
petencias autonómicas: la territorialización de las partidas presupuestarias
del Estado destinadas a estas finalidades estructurales, cuando sea posible
realizarla; y la voluntariedad de la aportación financiera autonómica.

A partir de estas consideraciones, el TC entiende que, siempre que el
plan de desarrollo sostenible respete los criterios señalados, el artículo 3.3
de la Ley 3/1999 resulta constitucional. La aprobación de dicho plan por el
Gobierno mediante Real Decreto no constituye, con la interpretación dada,
ninguna extralimitación competencial, sino manifestación de la idea, forja-
da por la jurisprudencia constitucional, de que la coordinación conlleva un
cierto poder de dirección, consecuencia de la posición de superioridad en
que se encuentra el que coordina respecto al coordinado.

Finalmente, el TC destaca que esta interpretación no merma la com-
petencia financiera autonómica, pues, en primer lugar, la integración en
dicho plan de desarrollo, junto con los fondos estatales, de los que la Co-
munidad desee aportar, requiere su conformidad y es estrictamente volun-
taria. En segundo lugar, las Comunidades Autónomas mantienen su com-
petencia para instrumentar separadamente sus propios planes. De este
modo, para salvar la constitucionalidad del precepto, la Sentencia conclu-
ye que

«(...) el precepto no hace sino incentivar la integración volun-
taria de fuentes de financiación procedentes de las diversas
Administraciones públicas, lo que responde a la posibilidad de
que dichas Administraciones cooperen entre sí para obtener
los mejores resultados en sus políticas, según venimos reite-
rando» (FJ 10)108.

Más recientemente, en la Sentencia 331/2005, de 15 de diciembre, el TC
ha vuelto a pronunciarse sobre la financiación de los parques nacionales,
con motivo del examen de la Ley andaluza 8/1999, de 27 de octubre, del Es-
pacio Natural de Doñana, concretamente de los artículos 38 y 39. Estos
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108 En contra de este pronunciamiento mayoritario se manifiesta el Magistrado don
Roberto García-Calvo y Montiel, en su voto particular. En su opinión, «(...) la norma discu-
tida no se acomoda al orden constitucional de competencias en cuanto, lejos de incentivar las
posibilidades de que las Administraciones cooperen entre sí para ganar eficacia y eficiencia en
la ejecución de sus políticas, las constriñe y, por tanto, las limita y dificulta, introduciendo un
mecanismo que, aun interpretado en la forma establecida en la Sentencia mayoritaria, lejos de
asegurar la coordinación entre las Administraciones interesadas, condiciona y subordina el
ejercicio de competencias exclusivas de la Comunidad Autónoma afectada, haciéndolas de-
pender de la aprobación por el Gobierno Central».



preceptos se limitan a constatar la unidad de gestión y administración de
este espacio natural, con inclusión del parque nacional, lo que determina
que la Comunidad Autónoma de Andalucía disponga de la financiación ne-
cesaria para ello, incluyéndola en sus leyes de presupuestos; y a prever la
afectación íntegra de los ingresos derivados del servicio o actividad que
preste el espacio natural, aprovechamientos o cualesquiera otros derivados
de la gestión de dicho espacio, así como las subvenciones o aportaciones
públicas o privadas, a la cobertura de sus propios gastos. Por ello, el TC los
declara plenamente constitucionales109. Asimismo, en esta Sentencia, el TC
ha considerado que, aun cuando resulte deseable que la delimitación del
área de influencia socioeconómica del Parque Nacional de Doñana, el co-
rrespondiente plan de desarrollo sostenible110 y las ayudas destinadas a
esta finalidad se establezcan en un marco de apoyo y cooperación entre el
Estado y la Comunidad Autónoma de Andalucía, no resulta contrario al or-
den constitucional de competencias que cada Administración elabore y
aplique separadamente los planes y ayudas correspondientes a las áreas de
influencia socioeconómica que ellas mismas determinen111.

VIII. EL EJERCICIO DE LA POTESTAD SANCIONADORA

SOBRE LOS PARQUES NACIONALES

La distribución competencial relativa al régimen sancionador estable-
cido para los parques nacionales también ha sido abordada por la reciente
jurisprudencia constitucional, que ha introducido algunos matices en la
doctrina recaída al respecto en la Sentencia 102/1995112. Específicamente,
el TC se ha pronunciado sobre esta cuestión en las Sentencias 81/2005 y
100/2005, en relación con la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea
el Parque Nacional de Sierra Nevada; y 331/2005, de 15 de diciembre, so-
bre la Ley del Parlamento de Andalucía 8/1999, de 27 de octubre, del Espa-
cio Natural de Doñana. En estas Sentencias, el TC, tras reiterar su doctrina
tradicional, que vincula la potestad sancionadora a la competencia sustan-
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109 Vid. FJ 15.
110 En la misma Sentencia 331/2005, de 15 de diciembre, el TC declara constitucionales

los artículos 33, 34 y 35 de la Ley andaluza 8/1999, que regulan el plan de desarrollo soste-
nible del Espacio Natural de Doñana.

111 Vid. FJ 8. En base al criterio expuesto, el TC declara que los artículos 6, 7, 8 y 9 no
conculcan las competencias del Estado.

112 En la Sentencia 102/1995, el TC, al hilo del análisis del párrafo tercero del artículo
39 de la LCEN, consideró que «(...) si en esta materia de la protección del medio ambiente se
distribuyen las tareas encomendando al Estado la regulación básica para que su desarrollo y
ejecución se haga por las Comunidades Autónomas, corresponde a éstas la potestad de impo-
ner las sanciones. En tal sentido es correcta la atribución implícita de tal potestad que contie-
ne la frase inicial del párrafo tercero. También lo es, por razones análogas, el inciso final don-
de se reserva a la Administración Central la competencia “para la imposición de sanciones en
aquellos supuestos en que la infracción administrativa haya recaído en ámbito y sobre mate-
rias de su competencia”. Por ello, en la medida en que el Estado tenga competencia para ges-
tionar los Parques Nacionales, según quedó dicho más arriba, esa norma no merecerá repro-
che constitucional alguno» (FJ 32).



tiva de que se trate, siendo aquélla instrumental de esta última, considera
que las Comunidades Autónomas pueden

«(...) adoptar normas administrativas sancionadoras cuando
tengan competencia sobre la materia sustantiva de que se trate,
debiendo acomodarse las disposiciones que dicten a las garan-
tías constitucionales dispuestas en este ámbito del Derecho ad-
ministrativo sancionador (art. 25.1 CE), y no introducir diver-
gencias irrazonables y desproporcionadas al fin perseguido
respecto del régimen jurídico aplicable en otras partes del terri-
torio (art. 149.1.1 CE; SSTC 87/1985, de 16 de julio, FJ 8;
196/1996, de 28 de noviembre, FJ 3). La regulación de las in-
fracciones y sanciones que las Comunidades Autónomas llevan
a cabo estará pues limitada por los principios básicos del orde-
namiento estatal (...) y, en todo caso, habrá de atenerse a lo dis-
puesto en el artículo 149.1.1 CE; de igual modo el procedimien-
to sancionador habrá de ajustarse al “administrativo común”,
cuya configuración es de exclusiva competencia estatal (art.
149.1.18 CE), sin que ello implique que toda regulación del De-
recho administrativo sancionador, por el hecho de afectar al
ámbito de los derechos fundamentales, sea competencia exclu-
siva del Estado (STC 87/1985, de 16 de julio, FJ 8)»113.

La aplicación de esta doctrina al ejercicio de la potestad sancionadora
sobre los parques nacionales lleva al TC a atribuir tal competencia a las
Comunidades Autónomas. De ahí que deba ser la Comunidad Autónoma
de Andalucía, competente para la gestión de los Parques Nacionales de
Sierra Nevada y de Doñana, quien ejercite la potestad sancionadora con-
trovertida sobre estos espacios e, incluso, quien determine normativamen-
te, sin condicionamientos, cuáles hayan de ser los órganos de su Adminis-
tración competentes para ello114. Además, este criterio, en opinión del TC,
no queda enervado por el pronunciamiento realizado por la Sentencia
102/1995, toda vez que la competencia estatal que allí se invocaba

«(...) se restringía a aspectos de gestión de los parques na-
cionales en que pudiéramos constatar que, por su carácter bá-
sico, hubieran de conllevar la correspondiente potestad san-
cionadora estatal. Esta posibilidad (...) sólo procedería
cuando de no sancionar los órganos estatales se hubiera de
producir un fraccionamiento en la potestad sancionadora que
produjera daños irreparables a la conservación del parque.

Tal interpretación no se correlaciona con el presente caso,
en el que la potestad sancionadora se atribuye con carácter
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FJ 17.

114 Vid. las Sentencias 81/2005, FJ 11; 100/2005, FJ 3.b), y 331/2005, FJ 17.



absolutamente general respecto de cualquier infracción admi-
nistrativa incluida en la tipificación (...), puesto que, exami-
nada dicha tipificación, no podemos apreciar que ninguna de
las infracciones previstas exija que la competencia ejecutiva
autonómica, a la que se vincula la sancionadora, deba resul-
tar desplazada, en aras de la preservación del parque y de los
valores que encarna, por la del Estado»115.

IX. CONSIDERACIONES FINALES

La reciente jurisprudencia constitucional sobre parques nacionales
examinada en este estudio supone un refuerzo considerable de las compe-
tencias autonómicas sobre estos espacios naturales protegidos, en detri-
mento de las estatales. La Sentencia 102/1995 supuso un primer freno a las
competencias estatales sobre los parques nacionales, al rechazar una ges-
tión atribuida en exclusiva al Estado. Sin embargo, dejaba la puerta abier-
ta a una participación del Estado en esta materia. La evolución posterior
de la jurisprudencia del TC, lejos de avanzar en esta dirección, ha supuesto
la culminación de un proceso progresivo de desapoderamiento competen-
cial del Estado en materia de parques nacionales. En efecto, la jurispru-
dencia dictada a partir de la Sentencia 194/2004 implica una devolución a
las Comunidades Autónomas de una competencia típicamente de gestión o
administración. Es más, supone la extensión a todas las Comunidades Au-
tónomas que cuentan con parques nacionales en su territorio de un mode-
lo hasta ahora sólo existente en Cataluña, en el Parque Nacional de Aigües
Tortes i Estany de Sant Maurici. Con ello, se reconoce un ámbito normativo
y ejecutivo a las Comunidades Autónomas del cual sólo disponía Cataluña.
En este nuevo contexto corresponde, pues, a las Comunidades Autónomas
el protagonismo en la administración y gestión ordinaria de los parques
nacionales ubicados dentro de su ámbito territorial. Asimismo, queda en
manos autonómicas la competencia para la aprobación de los PORN y de
los PRUG de los parques nacionales, ya sean intra o supraautonómicos, y,
con carácter general, el ejercicio de la potestad sancionadora sobre dichos
espacios. Corresponde, sin embargo, al Estado la aprobación de la legisla-
ción básica sobre parques nacionales, así como su declaración mediante
ley de las Cortes Generales, y la elaboración y aprobación del Plan Director
de la Red de Parques Nacionales.

Las Sentencias analizadas conllevan, por tanto, el reconocimiento de
un nuevo orden competencial, con un reforzamiento considerable de las
competencias autonómicas —especialmente aquellas que tienen atribuida
en exclusiva la competencia sobre espacios naturales protegidos— que
producirá importantes cambios normativos en esta sede. Las Comunida-
des Autónomas deberán regular las modalidades de gestión de los parques
nacionales de su competencia. En el ínterin, y para evitar la producción de
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graves perjuicios a los recursos naturales de los parques nacionales, la de-
claración de inconstitucionalidad de muchos de los preceptos de la LCEN
reguladores de la gestión, organización, planificación y financiación de
estos espacios no lleva aparejada su inmediata declaración de nulidad,
la cual se difiere por el TC hasta el momento en que las Comunidades
Autónomas regulen esta cuestión, para evitar la desprotección de estas
zonas116.

En consecuencia, se abre un futuro que vendrá marcado por nuevas re-
gulaciones, estatales y autonómicas, sobre estas cuestiones, así como tam-
bién por nuevos pronunciamientos del TC, que deberá resolver los recur-
sos de inconstitucionalidad planteados contra la Ley 62/2003, de 30 de
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, cuyo ar-
tículo 126 modificó algunos preceptos de la LCEN. De momento, se han
aprobado ya los Reales Decretos 712/2006, de 9 de junio, y 778/2006, de 23
de junio, por los que se amplían las funciones y servicios de la Administra-
ción del Estado traspasados, respectivamente, a las Comunidades Autóno-
mas de Andalucía y Aragón, en materia de conservación de la naturaleza
(Parques Nacionales de Doñana y Sierra Nevada, y de Ordesa y Monte Per-
dido, respectivamente). Mediante ellos, estas Comunidades Autónomas
asumen la administración y gestión ordinaria y habitual de los parques na-
cionales ubicados dentro de su ámbito territorial, así como la aprobación y
ejecución de los PRUG existentes en su territorio y la organización de los
patronatos, en el marco de la legislación básica del Estado. Asimismo, han
visto la luz algunas normas autonómicas, entre las que cabe destacar la
Ley 5/2005, de 26 de mayo, para la conservación de los espacios de rele-
vancia ambiental de las Islas Baleares, cuyos artículos 40 y 41 regulan los
parques nacionales en esta Comunidad Autónoma; la Ley de Cantabria
16/2006, de 24 de octubre, de autorización del Convenio de Colaboración
entre las Comunidades Autónomas de Cantabria, Castilla y León y el Prin-
cipado de Asturias para la Gestión Coordinada del Parque Nacional de los
Picos de Europa; y el Decreto de Galicia 23/2006, de 16 de febrero, por el
que se establecen determinadas medidas de gestión del Parque Nacional
de las Islas Atlánticas de Galicia. Asimismo, a nivel estatal, se está trami-
tando en el Congreso de los Diputados el Proyecto de Ley de la Red de Par-
ques Nacionales, presentado por el Gobierno117, cuyo objeto es establecer
el régimen jurídico básico de la Red de Parques Nacionales.
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